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PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION





<<Juzgado Séptimo de Distrito de Amparo y 
Juicios Federales en el Estado de Chiapas

Juicio de Amparo: <340/2020>.

Mesa: <3>.

Registro:<4033, 4037 y 4038>.

En veintitrés de abril de dos mil veinte, se da cuenta a la Juez, con la demanda de amparo promovida por Luis Eduardo García Parra, en favor de la Comunidad Rural e Indígena Zoque “Nuevo Francisco León” (nombre correcto), municipio de Ocosingo, Chiapas, misma que fue recibida vía electrónica, así como con dos escritos signados por el promovente Luis Eduardo García Parra, recibidos por la misma vía. Conste.>>
<<Tuxtla Gutiérrez, Chiapas; <veintitrés de abril de dos mil veinte>.

Vista la demanda de amparo promovida por Luis Eduardo García Parra, en favor de la Comunidad Rural e Indígena Zoque “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, contra actos de las autoridades señaladas como:

1. Presidente de la República, con sede en la Ciudad de México.

2. Consejo de Salubridad General, con sede en la Ciudad de México.

3. Secretaría de Salud Federal, con sede en la Ciudad de México.

4. Gobernador del Estado de Chiapas, con sede en esta ciudad.

5. Secretaría de Salud del Estado de Chiapas, con sede en esta ciudad.

6. Ayuntamiento Constitucional de Ocosingo, Chiapas.

ANOTACIONES

Se ordena formar el expediente correspondiente, capturar su ingreso en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), en el Libro de Gobierno de este juzgado y registrar bajo el número de juicio de amparo <340/2020>-<3>.

REPRESENTACIÓN DEL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De acuerdo a lo establecido en el Acuerdo General por el que se establecen las reglas a que se sujetará la representación del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en todos los trámites previstos en la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, en el artículo tercero, fracción VI, apartados 27 y 72, dicha representación a consideración de este Juzgado le compete a la Secretaría de Salud; por tanto, téngasele con dicho carácter.
 Sustenta lo anterior, en lo conducente, la contradicción de tesis número 2a./J. 105/2019 (10a)
, de la Segunda Sala, de rubro “REPRESENTACIÓN DEL TITULAR DEL EJECUTIVO FEDERAL. PROCEDIMIENTO QUE DEBE SEGUIR EL JUEZ DE DISTRITO PARA TENERLO POR DEBIDAMENTE NOTIFICADO EN LOS SUPUESTOS EN LOS QUE SE RECLAMEN NORMAS U OMISIONES QUE NO ESTÉN PREVISTOS EN EL ARTÍCULO TERCERO DEL ACUERDO GENERAL POR EL QUE SE ESTABLECEN LAS REGLAS A QUE SE SUJETARÁ LA REPRESENTACIÓN DEL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN TODOS LOS TRÁMITES PREVISTOS EN LA LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADO UNIDOS MEXICANOS, ABROGADO EL 25 DE MARZO DE 2019”. 
RESERVA DE PROVEER RESPECTO A LA ADMISIÓN DE LA DEMANDA
De la lectura de la demanda de amparo se advierte que ésta es promovida por Luis Eduardo García Parra, en favor de la comunidad indígena de referencia, sin que sea miembro de la misma; sin embargo, bajo protesta de decir verdad aduce promover el escrito inicial en términos de lo dispuesto por el artículo 15, de la Ley de Amparo
, ya que los actos reclamados importan peligro de privación de la vida de los habitantes de la comunidad quejosa; además de que éstos se encuentran impedidos por las razones y limitaciones que expone para comparecer ante una autoridad jurisdiccional a defender sus derechos.

No obstante lo anterior, de conformidad con lo establecido en el numeral 6, de la Ley de Amparo, se desprende que, el juicio de amparo puede promoverse por la persona física o moral a quien afecte la norma general o el acto reclamado en términos de la fracción I del artículo 5o. de esa ley, lo cual a consideración de quien esto determina no se cumple en el presente caso.

Empero, como excepción a lo anterior, se encuentra lo dispuesto por el numeral 15 de la ley de la materia, que señala que, cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad; supuesto que se actualiza en la especie.

Ahora, de acuerdo al mencionado artículo 15, de la Ley de Amparo, a efecto de admitir a trámite la demanda, debe requerirse a la parte agraviada para que dentro del término de tres días la ratifique; de lo contrario se tendrá por no presentada y quedarán sin efecto las providencias dictadas.

Luego, de acuerdo a lo narrado en el escrito inicial, la comunidad directa quejosa forma un ejido denominado “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, de origen indígena zoque, y como tal, para el acceso pleno a la jurisdicción del Estado, cuando se trate de medios de defensa de derechos fundamentales, como es el juicio de amparo, debe permitirse a cualquier integrante de una comunidad o pueblo indígena, instar a la autoridad jurisdiccional correspondiente para la defensa de los derechos humanos colectivos, con independencia de que se trate o no de los representantes de la comunidad, pues ello no puede ser una barrera para su disfrute pleno. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis 1a. CCXXXV/2013 (10a.)
, sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto siguientes:

COMUNIDADES Y PUEBLOS INDÍGENAS. CUALQUIERA DE SUS INTEGRANTES PUEDE PROMOVER JUICIO DE AMPARO EN DEFENSA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES COLECTIVOS. El derecho humano de acceso a la justicia para las comunidades o pueblos indígenas, contenido en el artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva de la situación de vulnerabilidad en que aquéllos se encuentran y del reconocimiento de su autonomía, por ello, en dicho precepto se fijó un ámbito de protección especial que, sin tratarse de una cuestión de fuero personal, garantiza que sus miembros cuenten con la protección necesaria y los medios relativos de acceso pleno a los derechos. Así, conforme al mandato constitucional de referencia, se garantiza a los pueblos y a las comunidades indígenas el acceso pleno a la jurisdicción del Estado, y para ello se precisa que en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, deberán tomarse en cuenta sus costumbres y especificidades culturales, respetando los preceptos de la Constitución Federal. Asimismo, en el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de la Organización Internacional del Trabajo, se hace énfasis en que el acceso a la justicia individual o colectiva de los pueblos y las comunidades indígenas, implica garantizar el acceso a procedimientos legales tramitados personalmente o por medio de sus organismos representativos. Así, este postulado en conjunto con el artículo 2o. constitucional, poseen plena fuerza vinculante al haberse adoptado en la normativa de nuestro país, lo que implica que permee en todos los ámbitos del sistema jurídico, para crear un enfoque que al analizar el sistema de normas en su totalidad, cumpla con su objetivo, que es el ejercicio real de sus derechos y la expresión de su identidad individual y colectiva para superar la desigualdad de oportunidades que tradicionalmente les han afectado, lo cual se conoce como principio de transversalidad. En esa medida, el acceso pleno a la jurisdicción del Estado, cuando se trate de medios de defensa de derechos fundamentales, como es el juicio de amparo, debe permitirse a cualquier integrante de una comunidad o pueblo indígena, instar a la autoridad jurisdiccional correspondiente para la defensa de los derechos humanos colectivos, con independencia de que se trate o no de los representantes de la comunidad, pues esto no puede ser una barrera para su disfrute pleno.

En consecuencia, dadas las particularidades del asunto, este órgano jurisdiccional se reserva proveer sobre la admisibilidad de la demanda de amparo, hasta en tanto sea ratificada en términos de lo dispuesto por el tercer párrafo del artículo 15, de la ley de la materia, por el Comisariado Ejidal o en su caso, por alguno de los integrantes de la comunidad indígena “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas.

Cabe precisar que lo anterior se ordenará realizar una vez que los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación reanuden actividades, conforme al contenido del Acuerdo General 6/2020, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reforma y adiciona el similar 4/2020, relativo a las Medidas de Contingencia en los Órganos Jurisdiccionales por el Fenómeno de Salud Pública derivado del Virus COVID-19.

Sin que lo antes acordado sea impedimento para que, cualquier persona perteneciente a la comunidad quejosa, pueda comparecer a las instalaciones de este Juzgado Séptimo de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas, con residencia en esta ciudad, a ratificar el escrito de demanda, en representación de la colectividad.
Ahora, a efecto de no dejar en estado de indefensión a los pobladores pertenecientes a la Comunidad Rural e Indígena Zoque, denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, y atendiendo a que en la demanda de amparo se señalaron actos que podría impactar en el derecho a la salud e incluso en el derecho a la vida de los quejosos, resulta necesario acordar sobre la suspensión de plano en términos de lo dispuesto por el artículo 126 de la Ley de Amparo.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio sostenido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1a./J. 25/2018 (10a.)
, cuyo rubro reza: “SUSPENSIÓN DE OFICIO Y DE PLANO PREVISTA EN LOS PÁRRAFOS PRIMERO Y SEGUNDO DEL ARTÍCULO 126 DE LA LEY DE AMPARO. SI NO SE ADMITE LA DEMANDA Y SE PREVIENE AL QUEJOSO PARA QUE SUBSANE ALGUNA IRREGULARIDAD, EL ÓRGANO DE CONTROL CONSTITUCIONAL DEBE PROVEER SOBRE LA CITADA MEDIDA CAUTELAR EN EL PROPIO AUTO EN QUE FORMULA ESE REQUERIMIENTO.” 

SUSPENSIÓN DE PLANO

Los actos reclamados por el promovente son los siguientes:

“De las autoridades federales y estatales:
1. La omisión de promover, respetar, proteger y garantizar el derecho de protección a la salud de la Comunidad Rural e Indígena Zoque “Nuevo Francisco León” –atención y seguimiento médico a casos de COVID-19, acciones de control a casos de COVID-19, acceso a infraestructura hospitalaria, estudios epidemiológicos, suministro de medicamentos, etcétera–, esto durante el periodo de emergencia sanitaria y suspensión de actividades no esenciales a causa de la enfermedad denominada “coronavirus”, así como durante la cuarentena impuesta a la población quejosa por los contagios locales registrados.

2. La omisión de promover, respetar, proteger y garantizar el derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad para la Comunidad Rural e Indígena Zoque “Nuevo Francisco León”, esto durante el periodo de emergencia sanitaria y suspensión de actividades no esenciales a causa de la enfermedad denominada “coronavirus”, así como durante la cuarentena impuesta a la población quejosa por los contagios locales registrados.

De la autoridad municipal:

3. La omisión de promover, respetar, proteger y garantizar el derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua potable para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre aceptable y asequible para la Comunidad Rural e Indígena Zoque “Nuevo Francisco León”, esto durante el periodo de emergencia sanitaria y suspensión de actividades no esenciales a causa de la enfermedad denominada “coronavirus”, así como durante la cuarentena impuesta a la población quejosa por los contagios locales registrados.”

Ahora, según lo expuesto en la demanda, el promovente aduce que, se encuentra en peligro la vida de los integrantes de la directa quejosa, Comunidad Rural e Indígena Zoque, denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, toda vez que, en la misma se han presentado casos positivos del virus denominado COVID-19; específicamente, el de una persona que era integrante de la comunidad, quien después de haber sido diagnosticado como positivo del mencionado virus, interactuó con los demás pobladores, para luego suicidarse debido a que los residentes lo confrontaron por la posibilidad de que contagiara a más personas.

Que con motivo de lo anterior, los pobladores de la comunidad quejosa hicieron un llamado a las autoridades municipales y estatales, para el levantamiento del cadáver, pero al no haber acudido, fueron los mismos integrantes del ejido quienes manipularon el cuerpo para luego sepultarlo.

Luego, señala que personal de la Secretaría de Salud del Estado de Chiapas acudió a la comunidad para solo inspeccionar visualmente, indicando a los habitantes que tenían que resguardarse en sus domicilios, no permitir las entradas y salidas del poblado y que las persona que habían tenido contacto con el cuerpo del occiso, deberían estar bajo supervisión médica, lo cual no aconteció.

Asimismo, precisa que por todos los acontecimientos suscitados en la comunidad quejosa, los pobladores optaron por el confinamiento en sus hogares y por la suspensión de labores, sin que las autoridades competentes se presentaran a brindarles información respecto a los contagios, toma de pruebas o la forma en que debían actuar por haber interactuado con personas contagiadas por coronavirus.

De igual forma, aduce que, debido a la propagación del virus entre los habitantes, éstos se han visto impedidos para laborar y por ende no cuentan con los ingresos necesarios para alimentarse y adquirir artículos que ayuden a evitar la proliferación del COVID-19; pues además, no cuentan con el servicio de agua potable para poder seguir las medidas de higiene recomendadas por las autoridades competentes.

Aunado a lo anterior, manifiesta que dentro de la Comunidad Rural e Indígena Zoque, denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, se encuentran como habitantes niños, ancianos y personas enfermas que requieren de especial atención.


Lo antes narrado evidencia que los actos reclamados se subsumen en los supuestos para proveer sobre la suspensión de oficio y de plano previstos en los artículos 15 y 126 de la Ley de Amparo.


En ese sentido, a efecto de proveer lo conducente, en primer lugar debe recordarse que, según lo expuesto bajo protesta de decir vedad en la demanda, la comunidad directa quejosa denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, es de origen indígena Zoque; de ahí que, resulte pertinente señalar que, el artículo 2º, apartados A y B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reconoce como derechos de los pueblos y comunidades indígenas, así como obligaciones de las autoridades federales, estatales y municipales, los siguientes:

“A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para:

[…]

VIII. Acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. Para garantizar ese derecho, en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales respetando los preceptos de esta Constitución. Los indígenas tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura. 

[…]

B. La Federación, las entidades federativas y los Municipios, para promover la igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier práctica discriminatoria, establecerán las instituciones y determinarán las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos.

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comunidades indígenas, dichas autoridades, tienen la obligación de:

[…]

III. Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud mediante la ampliación de la cobertura del sistema nacional, aprovechando debidamente la medicina tradicional, así como apoyar la nutrición de los indígenas mediante programas de alimentación, en especial para la población infantil.

[…]”

La norma constitucional antes invocada reconoce la prerrogativa de acceso a la justicia para las comunidades y pueblos indígenas; ello, derivado de la situación de vulnerabilidad en que aquéllos se encuentran y del reconocimiento de su autonomía, por tanto, en dicho precepto se fijó un ámbito de protección especial que, sin tratarse de una cuestión de fuero personal, garantiza que sus miembros cuenten con la protección necesaria y los medios relativos de acceso pleno a los derechos, estableciéndose de manera absoluta, su derecho de ser asistidos de intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura. 

De igual forma, la Constitución señala que la Federación, las entidades federativas y los municipios deben establecer instituciones y las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de las comunidades y pueblos indígenas, así como su desarrollo integral, los cuales deberán ser diseñados conjuntamente con ellos, a fin de promover la igualdad de oportunidades y eliminar cualquier práctica discriminatoria. Para tal efecto, la Carta Magna impone a las autoridades antes mencionadas, entre otras cosas, asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud y el apoyo a la nutrición de los indígenas mediante programas de alimentación, en especial para la población infantil.

Ahora, en relación a la pandemia derivada del virus denominado COVID-19 que afecta actualmente a todo el mundo y como tal a los pueblos y comunidades indígenas, esta juzgadora considera importante mencionar que, la Presidenta del Foro Permanente de las Naciones Unidas para las Cuestiones Indígenas, Anne Nuorgam, en el artículo publicado en la página https://www.un.org/development/desa/indigenous-peoples-es/covid-19.html, dijo que la mencionada pandemia constituye una grave amenaza para la salud de estos pueblos, ya que experimentan un acceso deficiente a la atención sanitaria, tasas significativamente más altas de enfermedades transmisibles y no transmisibles, falta de acceso a servicios esenciales, saneamiento y otras medidas preventivas clave, como agua limpia, jabón, desinfectante, etcétera. 

Asimismo, precisó que la mayoría de las instalaciones médicas locales cercanas, si es que las hay, suelen estar mal equipadas y carecen de personal. Que incluso cuando los pueblos indígenas pueden acceder a los servicios de salud, pueden enfrentarse al estigma y la discriminación. 

Que un factor clave es asegurar que en esas instalaciones médicas se presten servicios en lenguas indígenas y, según proceda, en función de la situación específica de estos pueblos.

De igual forma señaló que los estilos de vida tradicionales de los pueblos indígenas son una fuente de resiliencia, pero que en este momento pueden representar una amenaza para evitar la propagación del virus.  Lo anterior, ya que la mayoría de los pueblos indígenas organizan periódicamente grandes reuniones tradicionales en sus comunidades para conmemorar acontecimientos especiales como, cosechas, ceremonias de llegada a la mayoría de edad, entre otras cosas, y que algunas familias habitan en viviendas multigeneracionales, lo que les pone en peligro, especialmente a los ancianos.

Que a medida que aumenta el número de infecciones por el COVID-19 en todo el mundo, así como las altas tasas de mortalidad entre ciertos grupos vulnerables con problemas de salud subyacentes, todavía no se cuenta con datos sobre la tasa de infección en los pueblos indígenas, o no se registran por origen étnico, y que tampoco se dispone de información pertinente en lenguas indígenas sobre las enfermedades infecciosas y las medidas preventivas.

Afirmó que los pueblos indígenas experimentan un alto grado de marginación socioeconómica y corren un riesgo desproporcionado en las emergencias de salud pública, haciéndose aún más vulnerables durante la pandemia que actualmente vive el mundo, debido a factores como su falta de acceso a sistemas eficaces de vigilancia y alerta temprana y a servicios sanitarios y sociales adecuados.

Que a medida que las medidas de aislamiento continúan en numerosos países, sin un calendario a la vista, los pueblos indígenas que ya se afrontan a la inseguridad alimentaria, como resultado de la pérdida de sus tierras y territorios tradicionales, se enfrentan a retos aún más graves en el acceso a los alimentos y que la situación de las mujeres indígenas, que suelen ser las principales proveedoras de alimentos y nutrición para sus familias, es aún más grave.


Lo antes narrado resulta de suma importancia para poder emitir el pronunciamiento respectivo, ya que lo publicado por la Organización de la Naciones Unidas guarda una estrecha identidad con lo que ocurre actualmente en México con los pueblos y comunidades indígenas, como en el caso en estudio.


Ahora, en virtud de que en la comunidad quejosa también habitan niños, debe decirse que, en el artículo 3, punto 1, de la Convención Sobre los Derechos del Niño, del que México forma parte, se señala que en todas las medidas concernientes a aquellos que tomen los tribunales, deberá atenderse el interés superior de éstos, previéndose en su numeral 27, punto 2 y 3, que los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño; que los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus medios, adoptarán medidas apropiadas para ayudar a dar efectividad a esos derechos.

Bajo esa perspectiva es por ello que todo juzgador antes de resolver cualquier controversia en la que se encuentren involucrados niños y niñas, debe velar sobre todas las cosas por el interés superior de los mismos, tomando en cuenta la amplia gama de derechos que la Constitución, los tratados internacionales y las leyes relativas a proteger a los niños les confiere, pues los menores por su falta de madurez física y mental, necesitan una protección legal especial a fin de hacer efectivos tales derechos, los cuales les permitirán crecer en un ambiente que les garantice la satisfacción de las necesidades elementales de alimentación, salud, vivienda, educación, sano esparcimiento y demás necesarias para alcanzar un nivel de vida adecuado para su sano desarrollo físico, espiritual, moral y social que los dignifique.

Asimismo, en la jurisprudencia 2a./J. 113/2019 (10a.)
, de rubro “DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. EL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR SE ERIGE COMO LA CONSIDERACIÓN PRIMORDIAL QUE DEBE DE ATENDERSE EN CUALQUIER DECISIÓN QUE LES AFECTE”, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que el interés superior del menor es un concepto triple, al ser: (I) un derecho sustantivo; (II) un principio jurídico interpretativo fundamental; y (III) una norma de procedimiento. Que el derecho del interés superior del menor prescribe que se observe "en todas las decisiones y medidas relacionadas con el niño", lo que significa que, en "cualquier medida que tenga que ver con uno o varios niños, su interés superior deberá ser una consideración primordial a que se atenderá", lo cual incluye no sólo las decisiones, sino también todos los actos, conductas, propuestas, servicios, procedimientos y demás iniciativas.
Luego, del contenido de los artículos 1 y 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, se advierte que en México todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, debiendo todas las autoridades en el ámbito de sus competencias, promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

En ese orden, la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad, la salud y el agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible, como derechos fundamentales, de conformidad con lo establecido en el artículo 4º, Constitucional, constituyen garantías de otros derechos humanos, como la vida, medio ambiente sano y la dignidad humana, entendida esta como la posibilidad que tiene cada persona de gozar de condiciones materiales de existencia que le permitan diseñar un plan de vida y determinarse según sus características.

En relación a la alimentación, el Alto Tribunal del país ha concluido que el núcleo esencial de ese derecho comprende dos elementos, a saber, 1) la disponibilidad de alimentos; y 2) la accesibilidad a éstos.

La disponibilidad se refiere a la posibilidad que tiene el individuo de alimentarse directamente, o bien, a través de los sistemas públicos o privados de distribución, elaboración y comercialización, además de exigir que los alimentos tengan los nutrimentos adecuados para su correcto desarrollo físico y mental.

Por su parte, la accesibilidad implica el cumplimiento de los siguientes elementos: a) la accesibilidad económica, es decir, que los alimentos estén al alcance de las personas desde el punto de vista monetario, en condiciones que les permitan tener una alimentación suficiente y de calidad; y b) la accesibilidad social, la cual conlleva que los alimentos deben estar al alcance de todos los individuos, incluidos quienes se encuentren en alguna situación de vulnerabilidad.

Así, el núcleo esencial del derecho a la alimentación se garantiza cuando todo hombre, mujer, adolescente o niño tienen acceso físico y económico, en todo momento, a una alimentación adecuada, o bien, a los medios para obtenerla.

Lo anterior, fue sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 1219/2015, lo cual dio origen a la siguiente tesis:

“DERECHO A LA ALIMENTACIÓN. ELEMENTOS Y FORMA DE GARANTIZAR SU NÚCLEO ESENCIAL. El núcleo esencial del derecho a la alimentación comprende los siguientes elementos: a) la disponibilidad de alimentos; y b) la accesibilidad a éstos. En ese sentido, la disponibilidad se refiere a la posibilidad que tiene el individuo de alimentarse directamente, o bien, a través de los sistemas públicos o privados de distribución, elaboración y comercialización, además de exigir que los alimentos tengan los nutrimentos adecuados para su correcto desarrollo físico y mental. Por otro lado, la accesibilidad implica el cumplimiento de los siguientes elementos: i) la accesibilidad económica, es decir, que los alimentos estén al alcance de las personas desde el punto de vista monetario, en condiciones que les permitan tener una alimentación suficiente y de calidad; y ii) la accesibilidad social, la cual conlleva que los alimentos deben estar al alcance de todos los individuos, incluidos quienes se encuentren en alguna situación de vulnerabilidad. Así, el núcleo esencial del derecho a la alimentación se garantiza cuando todo hombre, mujer, adolescente o niño tienen acceso físico y económico, en todo momento, a una alimentación adecuada, o bien, a los medios para obtenerla.”

En otro aspecto, el derecho a la vida impone al Estado una obligación compleja, en tanto que no sólo prohíbe la privación de la vida, sino que también exige que, a la luz de la obligación de garantizar el pleno, libre y efectivo ejercicio de los derechos humanos como el relativo a la salud, adopte medidas positivas para preservar ese derecho en el ámbito legislativo, judicial y administrativo. 

Los artículos 133, 134, 140, 141, 142 y 404, de la Ley General de Salud
 disponen que, es la Secretaría de Salud coordinada con los Gobiernos de los Estados, la encargada de coordinar sus actividades, para la investigación, prevención y control de las enfermedades transmisibles; así como de establecer el Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica.
Asimismo, los profesionales, técnicos y auxiliares de la salud, al tener conocimiento de un caso de enfermedad transmisible, están obligados a tomar las medidas necesarias, de acuerdo con la naturaleza y características del padecimiento, aplicando los recursos a su alcance para proteger la salud individual y colectiva.
De igual forma, se desprende que corresponde a las autoridades sanitarias de la Federación y los Estados, realizar las acciones para combatir las enfermedades transmisibles, estableciendo las medidas que estimen necesarias, sin contravenir las disposiciones de la Ley, las que expida el Consejo de Salubridad General y las normas oficiales mexicanas que dicte la Secretaría de Salud.
Lo anterior permite concluir que la Secretaría de Salud y las autoridades estatales, en sus respectivos ámbitos de competencia, tienen el deber de adoptar medidas que, a su juicio, sean necesarias y convenientes para controlar y evitar la propagación de enfermedades, como ocurre en la actualidad con el virus denominado COVID-19. 
Por otra parte, el artículo 115, fracción III, inciso a), de la Constitución Federal
, prevé que los municipios, con el apoyo de los Estados, cuando así fuere necesario y lo determinen las leyes, tendrán a su cargo, entre otros, el servicio de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales; por tanto, esta disposición revela la posibilidad de una actuación individualizada por parte del municipio o conjunta entre éste y el Estado.

Además, la Ley de Aguas para el Estado de Chiapas, en sus artículos 3, fracción XXVI, 17 y 18
 establece las normas conforme a las cuales serán prestados los servicios públicos de agua potable en el Estado.

Esto es, las mencionadas normas disponen que los municipios tendrán a su cargo la prestación de los servicios públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento.

De igual forma, prevén que los servicios públicos serán prestados en condiciones que aseguren su continuidad, regularidad, calidad y cobertura, de manera que se logre la satisfacción de las necesidades de los usuarios y la protección del medio ambiente. 

En este orden de ideas, resulta que el marco relevante en este asunto lo constituyen los derechos fundamentales de los quejosos a la alimentación, salud y agua, consagrados en el artículo 4° Constitucional, que, de acuerdo a lo manifestado por el promovente de la demanda, se ha transgredido en su perjuicio de la comunidad quejosa por las autoridades responsables.
En consecuencia y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, al tratarse de actos que pudieran poner en peligro la vida de los integrantes de la Comunidad Rural e Indígena Zoque, denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, con fundamento en los artículos 15, segundo párrafo, 125, 126 y 127, fracción II, de la Ley de Amparo, se concede la suspensión de plano de los actos reclamados, para el efecto de que, las autoridades responsables, en el ámbito de su competencia:

1. Se constituyan inmediatamente a la comunidad quejosa y establezcan las medidas preventivas que se deberán implementar para la mitigación y control de los riesgos para la salud que implica la enfermedad por el virus SARS-CoV2 (COVID-19).

2. Se identifique a los habitantes de la Comunidad Rural e Indígena Zoque, denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, que tuvieron contacto con la persona contagiada por el virus COVID-19, que falleció el trece de abril del año en curso, a fin de que se les practiquen las pruebas correspondientes para conocer si fueron infectadas y de ser así, se les brinde la atención médica necesaria, debiendo utilizar todos los recursos que tienen a su alcance para suministrar los medicamentos e insumos para salvaguardar la salud y vida de los pobladores, dada la emergencia nacional de salud que actualmente vive el país. 

3. Se brinde protección de forma reforzada a los familiares de la persona fallecida señalada en el punto que antecede; ello, debido a la posible discriminación que estén sufriendo, lo cual les impediría tener acceso a los insumos básicos para su subsistencia.

En cuanto al efecto para el cual solicita la suspensión de los actos reclamados el promovente, consistente en que se instale una unidad médica ambulatoria en la comunidad quejosa, esta juzgadora, considera que, de acuerdo a las necesidades que requieran los habitantes, las autoridades responsables tendrán bajo su más estricta responsabilidad proceder de la forma que estimen pertinente para garantizar la salud y la vida de los pobladores, adoptando las medidas que correspondan para cada caso en particular, lo cual efectivamente puede incluir la instalación de la mencionada unidad médica. 
4. Mediante los programas de asistencia social y políticas que consideren adecuados, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 6, 14, fracción I, 18 y 19, fracción V, de la Ley General de Desarrollo Social
, garanticen la alimentación nutritiva de los pobladores quejosos que no tienen acceso a ésta, con motivo de la contingencia sanitaria ocasionada por el virus a que se ha hecho referencia.
5. Por los medios que tengan a su alcance, suministren agua potable por la cantidad necesaria para satisfacer los requerimientos básicos de consumo humano de los pobladores de la comunidad quejosa; es decir, la cantidad de cincuenta litros diarios, por cada habitante de un inmueble.  

6. Brinden información a los pobladores de la comunidad denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, sobre las medidas de prevención para evitar el contagio del virus COVID-19, en la lengua Zoque, difundiéndose la misma mediante los medios que consideren adecuados.

7. De resultar necesario y dentro de las posibilidades con las que se cuente, las responsables deberán asegurar que, tanto las personas que habitan en el poblado “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, como el personal médico o de asistencia que envíen para dar cumplimiento a la presente determinación, tengan los accesos básicos a telefonía e internet para comunicarse en caso de emergencia. 

Sin que sea el caso conceder la medida cautelar solicitada para los efectos propuestos por el promovente del amparo, consistentes en que se otorgue un salario para la subsistencia de los quejosos, ya que, ello es competencia de las autoridades administrativas y legislativas; además, los efectos para los cuales se concedió la suspensión de plano, a consideración de esta juzgadora, salvaguardan los derechos fundamentales a la salud, alimentación, agua y vida de los habitantes de la comunidad a que se ha hecho referencia.

INFORME SOBRE SUSPENSIÓN DE PLANO

Dentro del plazo de VEINTICUATRO HORAS, las autoridades responsables deberán hacer del conocimiento de este órgano de control constitucional la forma y términos en que hayan acatado la suspensión, en la inteligencia que la violación a esta medida entraña la comisión del delito previsto en el artículo 262, fracciones III y V, de la invocada ley de la materia, del tenor siguiente:

"Artículo 262. Se impondrá pena de tres a nueve años de prisión, multa de cincuenta a quinientos días, destitución e inhabilitación de tres a nueve años para desempeñar otro cargo, empleo o comisión públicos, al servidor público que con el carácter de autoridad responsable en el juicio de amparo o en el incidente de suspensión:

(...)

III. No obedezca un auto de suspensión debidamente notificado, independientemente de cualquier otro delito en que incurra;

(...)

V. Fuera de los casos señalados en las fracciones anteriores, se resista de cualquier modo a dar cumplimiento a los mandatos u órdenes dictadas en materia de amparo."

Por lo que de consumarse los actos reclamados, de inmediato se dará vista al agente del Ministerio Público de la Federación para los efectos legales a que hubiere lugar.

ESCRITOS RECIBIDOS VÍA ELECTRÓNICA


Por otra parte, agréguense a los autos los escritos de cuenta signados por el promovente Luis Eduardo Parra García, por medio de los cuales aclara que el nombre correcto de la comunidad quejosa es Nuevo Francisco León y solicita la suspensión de los actos reclamados para diverso afecto.


Ahora, en atención a lo anterior, dígase al promovente que deberá estarse a lo acordado en el presente auto.

NOTIFICACIONES ELECTRÓNICAS

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 25, 42 y 43 del Acuerdo General Conjunto número 1/2014, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico, y el acceso a éste, así como las notificaciones por vía electrónica, mediante el uso de la FIREL, a través del Sistema Electrónico del Poder Judicial de la Federación previsto en el artículo 3 de la Ley de Amparo, se ordena que las notificaciones en el presente juicio de amparo se realicen vía electrónica.

AUTORIZADOS

Asimismo con fundamento en el artículo 12, de la Ley de Amparo, se tienen por autorizados en términos amplios a Juan Carlos Nuño Godínez, Ricardo Ruiz García, Jesús Erasmo Sánchez Bermúdez, Germán Sadday Ochoa Regalado y Juan Alberto Vega Muñoz, ya que cuentan con su cédula profesional registrada en el Sistema Computarizado para el Registro Único de Profesionales del Derecho ante los Órganos Jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación; y en términos restringidos al a diversa persona que indica, por así haberlo solicitado expresamente la parte quejosa.

De igual manera, con apoyo en los artículos 21, 22 y 23 del Acuerdo General conjunto número 1/2014, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico, y el acceso a éste, así como las notificaciones por vía electrónica, mediante el uso de la FIREL, a través del Sistema Electrónico del Poder Judicial de la Federación previsto en el artículo 3 de la Ley de Amparo, se autoriza a Luis Eduardo García Parra con el nombre de usuario PARRA88, Juan Carlos Nuño Godínez con el nombre de usuario abogadojcnuno.2020, Ricardo Ruiz García con el nombre de usuario RICARDORUIZ, Jesús Erasmo Sánchez Bermúdez con el nombre de usuario JSANCHEZ85, Germán Sadday Ochoa Regalado con el nombre de usuario germansadday y Juan Alberto Vega Muñoz con el nombre de usuario LIC.JAVEM87, y Denisse Bernal González con el nombre de usuario BERNALGON95, la consulta en la vía que solicitan, en el sistema implementado por el Consejo de la Judicatura Federal en la dirección electrónica http://www.serviciosenlinea.pjf.gob.mx/juicioenlinea/Home/Login, debiendo corroborar sus credenciales de acceso a dicho portal.

ENTREGA DE OFICIOS

Ahora, tomando en consideración que el domicilio de la autoridad responsable 6. Ayuntamiento Constitucional de Ocosingo, Chiapas, se encuentra fuera del lugar de residencia  de este Juzgado, con apoyo en el artículo 298 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por disposición de su numeral 2, gírese atento despacho al Juzgado Mixto del Distrito Judicial de Ocosingo, Chiapas, para que en auxilio de las labores de este órgano de control constitucional, y con las medidas de protección a la salud de su personal, realice la entrega del oficio que se anexa en la comunicación de referencia a la mencionada responsable, facultándose al actuario de su adscripción, para que, en caso de que la denominación que aparece en el oficio a través del cual se comunica este proveído, sea distinta, se sirva testar la misma, y en su lugar, señale la denominación correcta; a efecto de que no se encuentre impedido para realizar la entrega del oficio derivado de esta comunicación oficial. 
Con fundamento en el artículo 282 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, se habilitan días y horas inhábiles al funcionario judicial que realice la diligencia, para que la lleve a cabo cumpliendo con el imperativo previsto en el artículo 17 de la Carta Magna.

Así también requiérase a dicha autoridad, para que dé cumplimiento a este mandato inmediatamente, apercibida que de no dar cumplimiento a lo anterior o no manifestar el impedimento que tenga para hacerlo, se hará acreedora a una multa de cincuenta Unidades de Medida y Actualización
, conforme al Salario Mínimo Nacional vigente, en términos de lo establecido por el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete de enero de dos mil dieciséis, emitido por el Poder Ejecutivo, que entró en vigor al día siguiente, de conformidad con los artículos 237, fracción I y 259 de la Ley de Amparo.

Hecho lo anterior, deberá devolver inmediatamente el despacho a este Juzgado.

Asimismo, en virtud que el domicilio de las diversas responsables 1. Presidente de la República (por conducto del Secretario de Salud), 2. Consejo de Salubridad General, y 3. Secretaría de Salud Federal, se encuentran en la Ciudad de México, con apoyo en el artículo 298 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por disposición de su numeral 2, gírese atento exhorto al Juez de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en turno, para que en auxilio de las labores de este órgano de control constitucional, y con las medidas de protección a la salud de su personal, realice la entrega de los oficios que se anexarán a la comunicación que se envié en el domicilio ubicado en Calle Lieja número siete, Colonia Juárez, Alcaidía Cuauhtémoc, Ciudad de México, Código postal 06600.
Con fundamento en el artículo 21 de la Ley de Amparo, se habilitan días y horas inhábiles al Actuario Judicial de su adscripción, para que lleve a cabo la diligencia encomendada.

De la misma manera, se solicita que a la brevedad posible remita las constancias relativas a la diligencia encomendada.

HABILITACIÓN DE DÍAS Y HORAS INHÁBILES PARA EL ACTUARIO

En términos del tercer párrafo del artículo 21 de la Ley de Amparo, se habilitan los días y horas inhábiles para que el actuario adscrito a este Juzgado pueda realizar las diligencias inherentes a sus funciones, haciéndolo constar en el acta correspondiente.

USO DE MEDIOS ELECTRÓNICOS

Se autoriza la reproducción de las constancias que obren en el presente expediente mediante el uso de medios electrónicos de reproducción portátil, bastando en cada caso la solicitud verbal de la parte interesada y sin requerir que recaiga proveído al respecto; sin embargo, por seguridad jurídica, se dejará constancia en autos de tal acto.

Es ilustrativa la tesis I.3o.C.725 C del Tercer Tribunal Colegiado en materia civil del Primer Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, Marzo de 2009, Materia Civil, página 2847, registro 167640, de rubro “REPRODUCCIÓN ELECTRÓNICA DE ACTUACIONES JUDICIALES. LAS PARTES PUEDEN RECIBIR AUTORIZACIÓN AUNQUE NO EXISTA REGULACIÓN EXPRESA EN LA LEY DE AMPARO NI EN SU LEY SUPLETORIA”.

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y TRANSPARENCIA

Dígase a las partes que los datos personales y sensibles que se alleguen en el presente asunto, quedan sujetos a lo contemplado en los arábigos 1, 3 fracciones IX, X y XVII, 5, 18, 22, fracciones IV y V, 25, 26, 27 y 31 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados.

Además, en cumplimiento a lo ordenado en los artículos 1, 9, 16, 113, fracción I y 117 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como el numeral 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, las resoluciones y sentencia que se emitan en el presente asunto, estarán a disposición del público para su consulta cuando así lo soliciten.

Asimismo, de conformidad con lo estatuido en el Título Tercero de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, hágase saber a las partes la facultad que les asiste para oponerse a la publicación de sus nombres y datos personales en el presente asunto, lo que deberán manifestar expresamente siguiendo los lineamientos ahí señalados; en el entendido que de no realizar manifestación alguna, las resoluciones que se dicten se publicarán sin supresión de datos.

Dígase a la parte quejosa que la demanda de amparo digitalizada y demás proveídos relativos al expediente electrónico que al efecto se forme, se encontrarán disponibles para su consulta en el expediente electrónico de los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, en la página de internet htlp://consultaexpedienteelectronico.cjf.gob.mx o para las autoridades responsables en el sistema informático de ingreso mediante la Firma Electrónica de Seguimiento de Expedientes (FESE) cuya liga es htlp://www.dgepj.cjf.gob.mx, respectivamente.

En ese sentido y, para otorgar la autorización, así como el acceso a la parte quejosa al sistema de consulta aducido en primer término, deberá solicitarlo por escrito señalando el nombre de usuario y por única ocasión en el expediente principal; lo anterior con fundamento en el artículo 22 del Acuerdo General 1/2015 de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal.

Notifíquese.>>
<<Así lo proveyó y firma la Juez Minerva López Constantino, Titular del Juzgado Séptimo de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas, asistida del Secretario que autoriza y da fe <Ignacio Lagunes León>, a quien faculta a firmar los oficios que se expidan, quien además certifica que las promociones que generaron el presente acuerdo y el proveído mismo, se encuentran debidamente incorporados al expediente electrónico. Doy fe.>>
MLC/ILL/Dan
En igual fecha se expiden los oficios <7158, 7159, 7160, 7161, 7162, 7163, 7164, 7165, 7166, 7167, 7168 y 7169>, al tenor de la minuta que se agrega. Conste. 

DESPACHO PARA DILIGENCIAR Y DEVOLVER

MESA 3






JUICIO DE AMPARO 340/2020

NÚMERO DE ORDEN:       /2020

DESPACHO:       /2020

JUEZ MIXTO DEL DISTRITO JUDICIAL DE OCOSINGO , CHIAPAS.

EN AUTOS DEL JUICIO DE AMPARO 340/2020, DEL ÍNDICE DE ESTE JUZGADO, SE DICTÓ LA SIGUIENTE DETERMINACIÓN:

<<Tuxtla Gutiérrez, Chiapas; <veintitrés de abril de dos mil veinte>.

Vista la demanda de amparo promovida por Luis Eduardo García Parra, en favor de la Comunidad Rural e Indígena Zoque “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, contra actos de las autoridades señaladas como:

1. Presidente de la República, con sede en la Ciudad de México.

2. Consejo de Salubridad General, con sede en la Ciudad de México.

3. Secretaría de Salud Federal, con sede en la Ciudad de México.

4. Gobernador del Estado de Chiapas, con sede en esta ciudad.

5. Secretaría de Salud del Estado de Chiapas, con sede en esta ciudad.

6. Ayuntamiento Constitucional de Ocosingo, Chiapas.

ANOTACIONES

Se ordena formar el expediente correspondiente, capturar su ingreso en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), en el Libro de Gobierno de este juzgado y registrar bajo el número de juicio de amparo <340/2020>-<3>.

REPRESENTACIÓN DEL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De acuerdo a lo establecido en el Acuerdo General por el que se establecen las reglas a que se sujetará la representación del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en todos los trámites previstos en la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, en el artículo tercero, fracción VI, apartados 27 y 72, dicha representación a consideración de este Juzgado le compete a la Secretaría de Salud; por tanto, téngasele con dicho carácter.

 Sustenta lo anterior, en lo conducente, la contradicción de tesis número 2a./J. 105/2019 (10a)
, de la Segunda Sala, de rubro “REPRESENTACIÓN DEL TITULAR DEL EJECUTIVO FEDERAL. PROCEDIMIENTO QUE DEBE SEGUIR EL JUEZ DE DISTRITO PARA TENERLO POR DEBIDAMENTE NOTIFICADO EN LOS SUPUESTOS EN LOS QUE SE RECLAMEN NORMAS U OMISIONES QUE NO ESTÉN PREVISTOS EN EL ARTÍCULO TERCERO DEL ACUERDO GENERAL POR EL QUE SE ESTABLECEN LAS REGLAS A QUE SE SUJETARÁ LA REPRESENTACIÓN DEL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN TODOS LOS TRÁMITES PREVISTOS EN LA LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADO UNIDOS MEXICANOS, ABROGADO EL 25 DE MARZO DE 2019”. 
RESERVA DE PROVEER RESPECTO A LA ADMISIÓN DE LA DEMANDA

De la lectura de la demanda de amparo se advierte que ésta es promovida por Luis Eduardo García Parra, en favor de la comunidad indígena de referencia, sin que sea miembro de la misma; sin embargo, bajo protesta de decir verdad aduce promover el escrito inicial en términos de lo dispuesto por el artículo 15, de la Ley de Amparo
, ya que los actos reclamados importan peligro de privación de la vida de los habitantes de la comunidad quejosa; además de que éstos se encuentran impedidos por las razones y limitaciones que expone para comparecer ante una autoridad jurisdiccional a defender sus derechos.

No obstante lo anterior, de conformidad con lo establecido en el numeral 6, de la Ley de Amparo, se desprende que, el juicio de amparo puede promoverse por la persona física o moral a quien afecte la norma general o el acto reclamado en términos de la fracción I del artículo 5o. de esa ley, lo cual a consideración de quien esto determina no se cumple en el presente caso.

Empero, como excepción a lo anterior, se encuentra lo dispuesto por el numeral 15 de la ley de la materia, que señala que, cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad; supuesto que se actualiza en la especie.


Ahora, de acuerdo al mencionado artículo 15, de la Ley de Amparo, a efecto de admitir a trámite la demanda, debe requerirse a la parte agraviada para que dentro del término de tres días la ratifique; de lo contrario se tendrá por no presentada y quedarán sin efecto las providencias dictadas.

Luego, de acuerdo a lo narrado en el escrito inicial, la comunidad directa quejosa forma un ejido denominado “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, de origen indígena zoque, y como tal, para el acceso pleno a la jurisdicción del Estado, cuando se trate de medios de defensa de derechos fundamentales, como es el juicio de amparo, debe permitirse a cualquier integrante de una comunidad o pueblo indígena, instar a la autoridad jurisdiccional correspondiente para la defensa de los derechos humanos colectivos, con independencia de que se trate o no de los representantes de la comunidad, pues ello no puede ser una barrera para su disfrute pleno. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis 1a. CCXXXV/2013 (10a.)
, sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto siguientes:

COMUNIDADES Y PUEBLOS INDÍGENAS. CUALQUIERA DE SUS INTEGRANTES PUEDE PROMOVER JUICIO DE AMPARO EN DEFENSA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES COLECTIVOS. El derecho humano de acceso a la justicia para las comunidades o pueblos indígenas, contenido en el artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva de la situación de vulnerabilidad en que aquéllos se encuentran y del reconocimiento de su autonomía, por ello, en dicho precepto se fijó un ámbito de protección especial que, sin tratarse de una cuestión de fuero personal, garantiza que sus miembros cuenten con la protección necesaria y los medios relativos de acceso pleno a los derechos. Así, conforme al mandato constitucional de referencia, se garantiza a los pueblos y a las comunidades indígenas el acceso pleno a la jurisdicción del Estado, y para ello se precisa que en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, deberán tomarse en cuenta sus costumbres y especificidades culturales, respetando los preceptos de la Constitución Federal. Asimismo, en el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de la Organización Internacional del Trabajo, se hace énfasis en que el acceso a la justicia individual o colectiva de los pueblos y las comunidades indígenas, implica garantizar el acceso a procedimientos legales tramitados personalmente o por medio de sus organismos representativos. Así, este postulado en conjunto con el artículo 2o. constitucional, poseen plena fuerza vinculante al haberse adoptado en la normativa de nuestro país, lo que implica que permee en todos los ámbitos del sistema jurídico, para crear un enfoque que al analizar el sistema de normas en su totalidad, cumpla con su objetivo, que es el ejercicio real de sus derechos y la expresión de su identidad individual y colectiva para superar la desigualdad de oportunidades que tradicionalmente les han afectado, lo cual se conoce como principio de transversalidad. En esa medida, el acceso pleno a la jurisdicción del Estado, cuando se trate de medios de defensa de derechos fundamentales, como es el juicio de amparo, debe permitirse a cualquier integrante de una comunidad o pueblo indígena, instar a la autoridad jurisdiccional correspondiente para la defensa de los derechos humanos colectivos, con independencia de que se trate o no de los representantes de la comunidad, pues esto no puede ser una barrera para su disfrute pleno.

En consecuencia, dadas las particularidades del asunto, este órgano jurisdiccional se reserva proveer sobre la admisibilidad de la demanda de amparo, hasta en tanto sea ratificada en términos de lo dispuesto por el tercer párrafo del artículo 15, de la ley de la materia, por el Comisariado Ejidal o en su caso, por alguno de los integrantes de la comunidad indígena “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas.

Cabe precisar que lo anterior se ordenará realizar una vez que los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación reanuden actividades, conforme al contenido del Acuerdo General 6/2020, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reforma y adiciona el similar 4/2020, relativo a las Medidas de Contingencia en los Órganos Jurisdiccionales por el Fenómeno de Salud Pública derivado del Virus COVID-19.

Sin que lo antes acordado sea impedimento para que, cualquier persona perteneciente a la comunidad quejosa, pueda comparecer a las instalaciones de este Juzgado Séptimo de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas, con residencia en esta ciudad, a ratificar el escrito de demanda, en representación de la colectividad.

Ahora, a efecto de no dejar en estado de indefensión a los pobladores pertenecientes a la Comunidad Rural e Indígena Zoque, denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, y atendiendo a que en la demanda de amparo se señalaron actos que podría impactar en el derecho a la salud e incluso en el derecho a la vida de los quejosos, resulta necesario acordar sobre la suspensión de plano en términos de lo dispuesto por el artículo 126 de la Ley de Amparo.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio sostenido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1a./J. 25/2018 (10a.)
, cuyo rubro reza: “SUSPENSIÓN DE OFICIO Y DE PLANO PREVISTA EN LOS PÁRRAFOS PRIMERO Y SEGUNDO DEL ARTÍCULO 126 DE LA LEY DE AMPARO. SI NO SE ADMITE LA DEMANDA Y SE PREVIENE AL QUEJOSO PARA QUE SUBSANE ALGUNA IRREGULARIDAD, EL ÓRGANO DE CONTROL CONSTITUCIONAL DEBE PROVEER SOBRE LA CITADA MEDIDA CAUTELAR EN EL PROPIO AUTO EN QUE FORMULA ESE REQUERIMIENTO.” 

SUSPENSIÓN DE PLANO

Los actos reclamados por el promovente son los siguientes:

“De las autoridades federales y estatales:
1. La omisión de promover, respetar, proteger y garantizar el derecho de protección a la salud de la Comunidad Rural e Indígena Zoque “Nuevo Francisco León” –atención y seguimiento médico a casos de COVID-19, acciones de control a casos de COVID-19, acceso a infraestructura hospitalaria, estudios epidemiológicos, suministro de medicamentos, etcétera–, esto durante el periodo de emergencia sanitaria y suspensión de actividades no esenciales a causa de la enfermedad denominada “coronavirus”, así como durante la cuarentena impuesta a la población quejosa por los contagios locales registrados.

2. La omisión de promover, respetar, proteger y garantizar el derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad para la Comunidad Rural e Indígena Zoque “Nuevo Francisco León”, esto durante el periodo de emergencia sanitaria y suspensión de actividades no esenciales a causa de la enfermedad denominada “coronavirus”, así como durante la cuarentena impuesta a la población quejosa por los contagios locales registrados.

De la autoridad municipal:

3. La omisión de promover, respetar, proteger y garantizar el derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua potable para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre aceptable y asequible para la Comunidad Rural e Indígena Zoque “Nuevo Francisco León”, esto durante el periodo de emergencia sanitaria y suspensión de actividades no esenciales a causa de la enfermedad denominada “coronavirus”, así como durante la cuarentena impuesta a la población quejosa por los contagios locales registrados.”

Ahora, según lo expuesto en la demanda, el promovente aduce que, se encuentra en peligro la vida de los integrantes de la directa quejosa, Comunidad Rural e Indígena Zoque, denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, toda vez que, en la misma se han presentado casos positivos del virus denominado COVID-19; específicamente, el de una persona que era integrante de la comunidad, quien después de haber sido diagnosticado como positivo del mencionado virus, interactuó con los demás pobladores, para luego suicidarse debido a que los residentes lo confrontaron por la posibilidad de que contagiara a más personas.

Que con motivo de lo anterior, los pobladores de la comunidad quejosa hicieron un llamado a las autoridades municipales y estatales, para el levantamiento del cadáver, pero al no haber acudido, fueron los mismos integrantes del ejido quienes manipularon el cuerpo para luego sepultarlo.

Luego, señala que personal de la Secretaría de Salud del Estado de Chiapas acudió a la comunidad para solo inspeccionar visualmente, indicando a los habitantes que tenían que resguardarse en sus domicilios, no permitir las entradas y salidas del poblado y que las persona que habían tenido contacto con el cuerpo del occiso, deberían estar bajo supervisión médica, lo cual no aconteció.

Asimismo, precisa que por todos los acontecimientos suscitados en la comunidad quejosa, los pobladores optaron por el confinamiento en sus hogares y por la suspensión de labores, sin que las autoridades competentes se presentaran a brindarles información respecto a los contagios, toma de pruebas o la forma en que debían actuar por haber interactuado con personas contagiadas por coronavirus.

De igual forma, aduce que, debido a la propagación del virus entre los habitantes, éstos se han visto impedidos para laborar y por ende no cuentan con los ingresos necesarios para alimentarse y adquirir artículos que ayuden a evitar la proliferación del COVID-19; pues además, no cuentan con el servicio de agua potable para poder seguir las medidas de higiene recomendadas por las autoridades competentes.

Aunado a lo anterior, manifiesta que dentro de la Comunidad Rural e Indígena Zoque, denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, se encuentran como habitantes niños, ancianos y personas enfermas que requieren de especial atención.


Lo antes narrado evidencia que los actos reclamados se subsumen en los supuestos para proveer sobre la suspensión de oficio y de plano previstos en los artículos 15 y 126 de la Ley de Amparo.


En ese sentido, a efecto de proveer lo conducente, en primer lugar debe recordarse que, según lo expuesto bajo protesta de decir vedad en la demanda, la comunidad directa quejosa denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, es de origen indígena Zoque; de ahí que, resulte pertinente señalar que, el artículo 2º, apartados A y B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reconoce como derechos de los pueblos y comunidades indígenas, así como obligaciones de las autoridades federales, estatales y municipales, los siguientes:

“A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para:

[…]

VIII. Acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. Para garantizar ese derecho, en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales respetando los preceptos de esta Constitución. Los indígenas tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura. 

[…]

B. La Federación, las entidades federativas y los Municipios, para promover la igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier práctica discriminatoria, establecerán las instituciones y determinarán las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos.

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comunidades indígenas, dichas autoridades, tienen la obligación de:

[…]

III. Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud mediante la ampliación de la cobertura del sistema nacional, aprovechando debidamente la medicina tradicional, así como apoyar la nutrición de los indígenas mediante programas de alimentación, en especial para la población infantil.

[…]”

La norma constitucional antes invocada reconoce la prerrogativa de acceso a la justicia para las comunidades y pueblos indígenas; ello, derivado de la situación de vulnerabilidad en que aquéllos se encuentran y del reconocimiento de su autonomía, por tanto, en dicho precepto se fijó un ámbito de protección especial que, sin tratarse de una cuestión de fuero personal, garantiza que sus miembros cuenten con la protección necesaria y los medios relativos de acceso pleno a los derechos, estableciéndose de manera absoluta, su derecho de ser asistidos de intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura. 

De igual forma, la Constitución señala que la Federación, las entidades federativas y los municipios deben establecer instituciones y las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de las comunidades y pueblos indígenas, así como su desarrollo integral, los cuales deberán ser diseñados conjuntamente con ellos, a fin de promover la igualdad de oportunidades y eliminar cualquier práctica discriminatoria. Para tal efecto, la Carta Magna impone a las autoridades antes mencionadas, entre otras cosas, asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud y el apoyo a la nutrición de los indígenas mediante programas de alimentación, en especial para la población infantil.

Ahora, en relación a la pandemia derivada del virus denominado COVID-19 que afecta actualmente a todo el mundo y como tal a los pueblos y comunidades indígenas, esta juzgadora considera importante mencionar que, la Presidenta del Foro Permanente de las Naciones Unidas para las Cuestiones Indígenas, Anne Nuorgam, en el artículo publicado en la página https://www.un.org/development/desa/indigenous-peoples-es/covid-19.html, dijo que la mencionada pandemia constituye una grave amenaza para la salud de estos pueblos, ya que experimentan un acceso deficiente a la atención sanitaria, tasas significativamente más altas de enfermedades transmisibles y no transmisibles, falta de acceso a servicios esenciales, saneamiento y otras medidas preventivas clave, como agua limpia, jabón, desinfectante, etcétera. 

Asimismo, precisó que la mayoría de las instalaciones médicas locales cercanas, si es que las hay, suelen estar mal equipadas y carecen de personal. Que incluso cuando los pueblos indígenas pueden acceder a los servicios de salud, pueden enfrentarse al estigma y la discriminación. 

Que un factor clave es asegurar que en esas instalaciones médicas se presten servicios en lenguas indígenas y, según proceda, en función de la situación específica de estos pueblos.

De igual forma señaló que los estilos de vida tradicionales de los pueblos indígenas son una fuente de resiliencia, pero que en este momento pueden representar una amenaza para evitar la propagación del virus.  Lo anterior, ya que la mayoría de los pueblos indígenas organizan periódicamente grandes reuniones tradicionales en sus comunidades para conmemorar acontecimientos especiales como, cosechas, ceremonias de llegada a la mayoría de edad, entre otras cosas, y que algunas familias habitan en viviendas multigeneracionales, lo que les pone en peligro, especialmente a los ancianos.

Que a medida que aumenta el número de infecciones por el COVID-19 en todo el mundo, así como las altas tasas de mortalidad entre ciertos grupos vulnerables con problemas de salud subyacentes, todavía no se cuenta con datos sobre la tasa de infección en los pueblos indígenas, o no se registran por origen étnico, y que tampoco se dispone de información pertinente en lenguas indígenas sobre las enfermedades infecciosas y las medidas preventivas.

Afirmó que los pueblos indígenas experimentan un alto grado de marginación socioeconómica y corren un riesgo desproporcionado en las emergencias de salud pública, haciéndose aún más vulnerables durante la pandemia que actualmente vive el mundo, debido a factores como su falta de acceso a sistemas eficaces de vigilancia y alerta temprana y a servicios sanitarios y sociales adecuados.

Que a medida que las medidas de aislamiento continúan en numerosos países, sin un calendario a la vista, los pueblos indígenas que ya se afrontan a la inseguridad alimentaria, como resultado de la pérdida de sus tierras y territorios tradicionales, se enfrentan a retos aún más graves en el acceso a los alimentos y que la situación de las mujeres indígenas, que suelen ser las principales proveedoras de alimentos y nutrición para sus familias, es aún más grave.


Lo antes narrado resulta de suma importancia para poder emitir el pronunciamiento respectivo, ya que lo publicado por la Organización de la Naciones Unidas guarda una estrecha identidad con lo que ocurre actualmente en México con los pueblos y comunidades indígenas, como en el caso en estudio.


Ahora, en virtud de que en la comunidad quejosa también habitan niños, debe decirse que, en el artículo 3, punto 1, de la Convención Sobre los Derechos del Niño, del que México forma parte, se señala que en todas las medidas concernientes a aquellos que tomen los tribunales, deberá atenderse el interés superior de éstos, previéndose en su numeral 27, punto 2 y 3, que los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño; que los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus medios, adoptarán medidas apropiadas para ayudar a dar efectividad a esos derechos.

Bajo esa perspectiva es por ello que todo juzgador antes de resolver cualquier controversia en la que se encuentren involucrados niños y niñas, debe velar sobre todas las cosas por el interés superior de los mismos, tomando en cuenta la amplia gama de derechos que la Constitución, los tratados internacionales y las leyes relativas a proteger a los niños les confiere, pues los menores por su falta de madurez física y mental, necesitan una protección legal especial a fin de hacer efectivos tales derechos, los cuales les permitirán crecer en un ambiente que les garantice la satisfacción de las necesidades elementales de alimentación, salud, vivienda, educación, sano esparcimiento y demás necesarias para alcanzar un nivel de vida adecuado para su sano desarrollo físico, espiritual, moral y social que los dignifique.

Asimismo, en la jurisprudencia 2a./J. 113/2019 (10a.)
, de rubro “DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. EL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR SE ERIGE COMO LA CONSIDERACIÓN PRIMORDIAL QUE DEBE DE ATENDERSE EN CUALQUIER DECISIÓN QUE LES AFECTE”, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que el interés superior del menor es un concepto triple, al ser: (I) un derecho sustantivo; (II) un principio jurídico interpretativo fundamental; y (III) una norma de procedimiento. Que el derecho del interés superior del menor prescribe que se observe "en todas las decisiones y medidas relacionadas con el niño", lo que significa que, en "cualquier medida que tenga que ver con uno o varios niños, su interés superior deberá ser una consideración primordial a que se atenderá", lo cual incluye no sólo las decisiones, sino también todos los actos, conductas, propuestas, servicios, procedimientos y demás iniciativas.
Luego, del contenido de los artículos 1 y 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, se advierte que en México todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, debiendo todas las autoridades en el ámbito de sus competencias, promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

En ese orden, la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad, la salud y el agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible, como derechos fundamentales, de conformidad con lo establecido en el artículo 4º, Constitucional, constituyen garantías de otros derechos humanos, como la vida, medio ambiente sano y la dignidad humana, entendida esta como la posibilidad que tiene cada persona de gozar de condiciones materiales de existencia que le permitan diseñar un plan de vida y determinarse según sus características.

En relación a la alimentación, el Alto Tribunal del país ha concluido que el núcleo esencial de ese derecho comprende dos elementos, a saber, 1) la disponibilidad de alimentos; y 2) la accesibilidad a éstos.

La disponibilidad se refiere a la posibilidad que tiene el individuo de alimentarse directamente, o bien, a través de los sistemas públicos o privados de distribución, elaboración y comercialización, además de exigir que los alimentos tengan los nutrimentos adecuados para su correcto desarrollo físico y mental.

Por su parte, la accesibilidad implica el cumplimiento de los siguientes elementos: a) la accesibilidad económica, es decir, que los alimentos estén al alcance de las personas desde el punto de vista monetario, en condiciones que les permitan tener una alimentación suficiente y de calidad; y b) la accesibilidad social, la cual conlleva que los alimentos deben estar al alcance de todos los individuos, incluidos quienes se encuentren en alguna situación de vulnerabilidad.

Así, el núcleo esencial del derecho a la alimentación se garantiza cuando todo hombre, mujer, adolescente o niño tienen acceso físico y económico, en todo momento, a una alimentación adecuada, o bien, a los medios para obtenerla.

Lo anterior, fue sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 1219/2015, lo cual dio origen a la siguiente tesis:

“DERECHO A LA ALIMENTACIÓN. ELEMENTOS Y FORMA DE GARANTIZAR SU NÚCLEO ESENCIAL. El núcleo esencial del derecho a la alimentación comprende los siguientes elementos: a) la disponibilidad de alimentos; y b) la accesibilidad a éstos. En ese sentido, la disponibilidad se refiere a la posibilidad que tiene el individuo de alimentarse directamente, o bien, a través de los sistemas públicos o privados de distribución, elaboración y comercialización, además de exigir que los alimentos tengan los nutrimentos adecuados para su correcto desarrollo físico y mental. Por otro lado, la accesibilidad implica el cumplimiento de los siguientes elementos: i) la accesibilidad económica, es decir, que los alimentos estén al alcance de las personas desde el punto de vista monetario, en condiciones que les permitan tener una alimentación suficiente y de calidad; y ii) la accesibilidad social, la cual conlleva que los alimentos deben estar al alcance de todos los individuos, incluidos quienes se encuentren en alguna situación de vulnerabilidad. Así, el núcleo esencial del derecho a la alimentación se garantiza cuando todo hombre, mujer, adolescente o niño tienen acceso físico y económico, en todo momento, a una alimentación adecuada, o bien, a los medios para obtenerla.”

En otro aspecto, el derecho a la vida impone al Estado una obligación compleja, en tanto que no sólo prohíbe la privación de la vida, sino que también exige que, a la luz de la obligación de garantizar el pleno, libre y efectivo ejercicio de los derechos humanos como el relativo a la salud, adopte medidas positivas para preservar ese derecho en el ámbito legislativo, judicial y administrativo. 

Los artículos 133, 134, 140, 141, 142 y 404, de la Ley General de Salud
 disponen que, es la Secretaría de Salud coordinada con los Gobiernos de los Estados, la encargada de coordinar sus actividades, para la investigación, prevención y control de las enfermedades transmisibles; así como de establecer el Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica.
Asimismo, los profesionales, técnicos y auxiliares de la salud, al tener conocimiento de un caso de enfermedad transmisible, están obligados a tomar las medidas necesarias, de acuerdo con la naturaleza y características del padecimiento, aplicando los recursos a su alcance para proteger la salud individual y colectiva.
De igual forma, se desprende que corresponde a las autoridades sanitarias de la Federación y los Estados, realizar las acciones para combatir las enfermedades transmisibles, estableciendo las medidas que estimen necesarias, sin contravenir las disposiciones de la Ley, las que expida el Consejo de Salubridad General y las normas oficiales mexicanas que dicte la Secretaría de Salud.
Lo anterior permite concluir que la Secretaría de Salud y las autoridades estatales, en sus respectivos ámbitos de competencia, tienen el deber de adoptar medidas que, a su juicio, sean necesarias y convenientes para controlar y evitar la propagación de enfermedades, como ocurre en la actualidad con el virus denominado COVID-19. 
Por otra parte, el artículo 115, fracción III, inciso a), de la Constitución Federal
, prevé que los municipios, con el apoyo de los Estados, cuando así fuere necesario y lo determinen las leyes, tendrán a su cargo, entre otros, el servicio de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales; por tanto, esta disposición revela la posibilidad de una actuación individualizada por parte del municipio o conjunta entre éste y el Estado.

Además, la Ley de Aguas para el Estado de Chiapas, en sus artículos 3, fracción XXVI, 17 y 18
 establece las normas conforme a las cuales serán prestados los servicios públicos de agua potable en el Estado.

Esto es, las mencionadas normas disponen que los municipios tendrán a su cargo la prestación de los servicios públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento.

De igual forma, prevén que los servicios públicos serán prestados en condiciones que aseguren su continuidad, regularidad, calidad y cobertura, de manera que se logre la satisfacción de las necesidades de los usuarios y la protección del medio ambiente. 

En este orden de ideas, resulta que el marco relevante en este asunto lo constituyen los derechos fundamentales de los quejosos a la alimentación, salud y agua, consagrados en el artículo 4° Constitucional, que, de acuerdo a lo manifestado por el promovente de la demanda, se ha transgredido en su perjuicio de la comunidad quejosa por las autoridades responsables.
En consecuencia y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, al tratarse de actos que pudieran poner en peligro la vida de los integrantes de la Comunidad Rural e Indígena Zoque, denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, con fundamento en los artículos 15, segundo párrafo, 125, 126 y 127, fracción II, de la Ley de Amparo, se concede la suspensión de plano de los actos reclamados, para el efecto de que, las autoridades responsables, en el ámbito de su competencia:

1. Se constituyan inmediatamente a la comunidad quejosa y establezcan las medidas preventivas que se deberán implementar para la mitigación y control de los riesgos para la salud que implica la enfermedad por el virus SARS-CoV2 (COVID-19).

2. Se identifique a los habitantes de la Comunidad Rural e Indígena Zoque, denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, que tuvieron contacto con la persona contagiada por el virus COVID-19, que falleció el trece de abril del año en curso, a fin de que se les practiquen las pruebas correspondientes para conocer si fueron infectadas y de ser así, se les brinde la atención médica necesaria, debiendo utilizar todos los recursos que tienen a su alcance para suministrar los medicamentos e insumos para salvaguardar la salud y vida de los pobladores, dada la emergencia nacional de salud que actualmente vive el país. 

3. Se brinde protección de forma reforzada a los familiares de la persona fallecida señalada en el punto que antecede; ello, debido a la posible discriminación que estén sufriendo, lo cual les impediría tener acceso a los insumos básicos para su subsistencia.

En cuanto al efecto para el cual solicita la suspensión de los actos reclamados el promovente, consistente en que se instale una unidad médica ambulatoria en la comunidad quejosa, esta juzgadora, considera que, de acuerdo a las necesidades que requieran los habitantes, las autoridades responsables tendrán bajo su más estricta responsabilidad proceder de la forma que estimen pertinente para garantizar la salud y la vida de los pobladores, adoptando las medidas que correspondan para cada caso en particular, lo cual efectivamente puede incluir la instalación de la mencionada unidad médica. 
4. Mediante los programas de asistencia social y políticas que consideren adecuados, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 6, 14, fracción I, 18 y 19, fracción V, de la Ley General de Desarrollo Social
, garanticen la alimentación nutritiva de los pobladores quejosos que no tienen acceso a ésta, con motivo de la contingencia sanitaria ocasionada por el virus a que se ha hecho referencia.
5. Por los medios que tengan a su alcance, suministren agua potable por la cantidad necesaria para satisfacer los requerimientos básicos de consumo humano de los pobladores de la comunidad quejosa; es decir, la cantidad de cincuenta litros diarios, por cada habitante de un inmueble.  

6. Brinden información a los pobladores de la comunidad denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, sobre las medidas de prevención para evitar el contagio del virus COVID-19, en la lengua Zoque, difundiéndose la misma mediante los medios que consideren adecuados.

7. De resultar necesario y dentro de las posibilidades con las que se cuente, las responsables deberán asegurar que, tanto las personas que habitan en el poblado “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, como el personal médico o de asistencia que envíen para dar cumplimiento a la presente determinación, tengan los accesos básicos a telefonía e internet para comunicarse en caso de emergencia. 

Sin que sea el caso conceder la medida cautelar solicitada para los efectos propuestos por el promovente del amparo, consistentes en que se otorgue un salario para la subsistencia de los quejosos, ya que, ello es competencia de las autoridades administrativas y legislativas; además, los efectos para los cuales se concedió la suspensión de plano, a consideración de esta juzgadora, salvaguardan los derechos fundamentales a la salud, alimentación, agua y vida de los habitantes de la comunidad a que se ha hecho referencia.

INFORME SOBRE SUSPENSIÓN DE PLANO

Dentro del plazo de VEINTICUATRO HORAS, las autoridades responsables deberán hacer del conocimiento de este órgano de control constitucional la forma y términos en que hayan acatado la suspensión, en la inteligencia que la violación a esta medida entraña la comisión del delito previsto en el artículo 262, fracciones III y V, de la invocada ley de la materia, del tenor siguiente:

"Artículo 262. Se impondrá pena de tres a nueve años de prisión, multa de cincuenta a quinientos días, destitución e inhabilitación de tres a nueve años para desempeñar otro cargo, empleo o comisión públicos, al servidor público que con el carácter de autoridad responsable en el juicio de amparo o en el incidente de suspensión:

(...)

III. No obedezca un auto de suspensión debidamente notificado, independientemente de cualquier otro delito en que incurra;

(...)

V. Fuera de los casos señalados en las fracciones anteriores, se resista de cualquier modo a dar cumplimiento a los mandatos u órdenes dictadas en materia de amparo."

Por lo que de consumarse los actos reclamados, de inmediato se dará vista al agente del Ministerio Público de la Federación para los efectos legales a que hubiere lugar.

ESCRITOS RECIBIDOS VÍA ELECTRÓNICA


Por otra parte, agréguense a los autos los escritos de cuenta signados por el promovente Luis Eduardo Parra García, por medio de los cuales aclara que el nombre correcto de la comunidad quejosa es Nuevo Francisco León y solicita la suspensión de los actos reclamados para diverso afecto.


Ahora, en atención a lo anterior, dígase al promovente que deberá estarse a lo acordado en el presente auto.

NOTIFICACIONES ELECTRÓNICAS

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 25, 42 y 43 del Acuerdo General Conjunto número 1/2014, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico, y el acceso a éste, así como las notificaciones por vía electrónica, mediante el uso de la FIREL, a través del Sistema Electrónico del Poder Judicial de la Federación previsto en el artículo 3 de la Ley de Amparo, se ordena que las notificaciones en el presente juicio de amparo se realicen vía electrónica.

AUTORIZADOS

Asimismo con fundamento en el artículo 12, de la Ley de Amparo, se tienen por autorizados en términos amplios a Juan Carlos Nuño Godínez, Ricardo Ruiz García, Jesús Erasmo Sánchez Bermúdez, Germán Sadday Ochoa Regalado y Juan Alberto Vega Muñoz, ya que cuentan con su cédula profesional registrada en el Sistema Computarizado para el Registro Único de Profesionales del Derecho ante los Órganos Jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación; y en términos restringidos al a diversa persona que indica, por así haberlo solicitado expresamente la parte quejosa.

De igual manera, con apoyo en los artículos 21, 22 y 23 del Acuerdo General conjunto número 1/2014, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico, y el acceso a éste, así como las notificaciones por vía electrónica, mediante el uso de la FIREL, a través del Sistema Electrónico del Poder Judicial de la Federación previsto en el artículo 3 de la Ley de Amparo, se autoriza a Luis Eduardo García Parra con el nombre de usuario PARRA88, Juan Carlos Nuño Godínez con el nombre de usuario abogadojcnuno.2020, Ricardo Ruiz García con el nombre de usuario RICARDORUIZ, Jesús Erasmo Sánchez Bermúdez con el nombre de usuario JSANCHEZ85, Germán Sadday Ochoa Regalado con el nombre de usuario germansadday y Juan Alberto Vega Muñoz con el nombre de usuario LIC.JAVEM87, y Denisse Bernal González con el nombre de usuario BERNALGON95, la consulta en la vía que solicitan, en el sistema implementado por el Consejo de la Judicatura Federal en la dirección electrónica http://www.serviciosenlinea.pjf.gob.mx/juicioenlinea/Home/Login, debiendo corroborar sus credenciales de acceso a dicho portal.

ENTREGA DE OFICIOS

Ahora, tomando en consideración que el domicilio de la autoridad responsable 6. Ayuntamiento Constitucional de Ocosingo, Chiapas, se encuentra fuera del lugar de residencia  de este Juzgado, con apoyo en el artículo 298 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por disposición de su numeral 2, gírese atento despacho al Juzgado Mixto del Distrito Judicial de Ocosingo, Chiapas, para que en auxilio de las labores de este órgano de control constitucional, y con las medidas de protección a la salud de su personal, realice la entrega del oficio que se anexa en la comunicación de referencia a la mencionada responsable, facultándose al actuario de su adscripción, para que, en caso de que la denominación que aparece en el oficio a través del cual se comunica este proveído, sea distinta, se sirva testar la misma, y en su lugar, señale la denominación correcta; a efecto de que no se encuentre impedido para realizar la entrega del oficio derivado de esta comunicación oficial. 
Con fundamento en el artículo 282 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, se habilitan días y horas inhábiles al funcionario judicial que realice la diligencia, para que la lleve a cabo cumpliendo con el imperativo previsto en el artículo 17 de la Carta Magna.

Así también requiérase a dicha autoridad, para que dé cumplimiento a este mandato inmediatamente, apercibida que de no dar cumplimiento a lo anterior o no manifestar el impedimento que tenga para hacerlo, se hará acreedora a una multa de cincuenta Unidades de Medida y Actualización
, conforme al Salario Mínimo Nacional vigente, en términos de lo establecido por el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete de enero de dos mil dieciséis, emitido por el Poder Ejecutivo, que entró en vigor al día siguiente, de conformidad con los artículos 237, fracción I y 259 de la Ley de Amparo.

Hecho lo anterior, deberá devolver inmediatamente el despacho a este Juzgado.

Asimismo, en virtud que el domicilio de las diversas responsables 1. Presidente de la República (por conducto del Secretario de Salud), 2. Consejo de Salubridad General, y 3. Secretaría de Salud Federal, se encuentran en la Ciudad de México, con apoyo en el artículo 298 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por disposición de su numeral 2, gírese atento exhorto al Juez de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en turno, para que en auxilio de las labores de este órgano de control constitucional, y con las medidas de protección a la salud de su personal, realice la entrega de los oficios que se anexarán a la comunicación que se envié en el domicilio ubicado en Calle Lieja número siete, Colonia Juárez, Alcaidía Cuauhtémoc, Ciudad de México, Código postal 06600.
Con fundamento en el artículo 21 de la Ley de Amparo, se habilitan días y horas inhábiles al Actuario Judicial de su adscripción, para que lleve a cabo la diligencia encomendada.

De la misma manera, se solicita que a la brevedad posible remita las constancias relativas a la diligencia encomendada.

HABILITACIÓN DE DÍAS Y HORAS INHÁBILES PARA EL ACTUARIO

En términos del tercer párrafo del artículo 21 de la Ley de Amparo, se habilitan los días y horas inhábiles para que el actuario adscrito a este Juzgado pueda realizar las diligencias inherentes a sus funciones, haciéndolo constar en el acta correspondiente.

USO DE MEDIOS ELECTRÓNICOS

Se autoriza la reproducción de las constancias que obren en el presente expediente mediante el uso de medios electrónicos de reproducción portátil, bastando en cada caso la solicitud verbal de la parte interesada y sin requerir que recaiga proveído al respecto; sin embargo, por seguridad jurídica, se dejará constancia en autos de tal acto.

Es ilustrativa la tesis I.3o.C.725 C del Tercer Tribunal Colegiado en materia civil del Primer Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, Marzo de 2009, Materia Civil, página 2847, registro 167640, de rubro “REPRODUCCIÓN ELECTRÓNICA DE ACTUACIONES JUDICIALES. LAS PARTES PUEDEN RECIBIR AUTORIZACIÓN AUNQUE NO EXISTA REGULACIÓN EXPRESA EN LA LEY DE AMPARO NI EN SU LEY SUPLETORIA”.

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y TRANSPARENCIA

Dígase a las partes que los datos personales y sensibles que se alleguen en el presente asunto, quedan sujetos a lo contemplado en los arábigos 1, 3 fracciones IX, X y XVII, 5, 18, 22, fracciones IV y V, 25, 26, 27 y 31 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados.

Además, en cumplimiento a lo ordenado en los artículos 1, 9, 16, 113, fracción I y 117 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como el numeral 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, las resoluciones y sentencia que se emitan en el presente asunto, estarán a disposición del público para su consulta cuando así lo soliciten.

Asimismo, de conformidad con lo estatuido en el Título Tercero de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, hágase saber a las partes la facultad que les asiste para oponerse a la publicación de sus nombres y datos personales en el presente asunto, lo que deberán manifestar expresamente siguiendo los lineamientos ahí señalados; en el entendido que de no realizar manifestación alguna, las resoluciones que se dicten se publicarán sin supresión de datos.

Dígase a la parte quejosa que la demanda de amparo digitalizada y demás proveídos relativos al expediente electrónico que al efecto se forme, se encontrarán disponibles para su consulta en el expediente electrónico de los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, en la página de internet htlp://consultaexpedienteelectronico.cjf.gob.mx o para las autoridades responsables en el sistema informático de ingreso mediante la Firma Electrónica de Seguimiento de Expedientes (FESE) cuya liga es htlp://www.dgepj.cjf.gob.mx, respectivamente.

En ese sentido y, para otorgar la autorización, así como el acceso a la parte quejosa al sistema de consulta aducido en primer término, deberá solicitarlo por escrito señalando el nombre de usuario y por única ocasión en el expediente principal; lo anterior con fundamento en el artículo 22 del Acuerdo General 1/2015 de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal.

Notifíquese.

Así lo proveyó y firma la Juez Minerva López Constantino, Titular del Juzgado Séptimo de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas, asistida del Secretario que autoriza y da fe <Ignacio Lagunes León>, a quien faculta a firmar los oficios que se expidan, quien además certifica que las promociones que generaron el presente acuerdo y el proveído mismo, se encuentran debidamente incorporados al expediente electrónico. Doy fe.>>
LO QUE TRANSCRIBO A USTED PARA SU CONOCIMIENTO Y EFECTOS PROCEDENTES.

TUXTLA GUTIÉRREZ, CHIAPAS; VEINTITRÉS DE ABRIL DE DOS MIL VEINTE.

A T E N T AM E N T E

IGNACIO LAGUNES LEÓN
SECRETARIO DEL JUZGADO SÉPTIMO DE DISTRITO DE AMPARO Y JUICIOS FEDERALES EN EL ESTADO.

“2020, AÑO DE LEONA VICARIO, BENEMÉRITA MADRE DE LA PATRIA”

EXHORTO PARA DILIGENCIA Y DEVOLVER











MESA 3






JUICIO DE AMPARO 340/2020
EXHORTO: ____________/2020

ORDEN: ____________/2020

     JUEZ DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA EN LA CIUDAD DE MÉXICO, EN TURNO.
La suscrita Juez Minerva López Constantino, Titular del Juzgado Séptimo de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas, a usted Juez Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en turno, a quien tengo el honor de dirigirme, atentamente hago saber que en los autos del Juicio de Amparo 340/2020-3, promovido por Luis Eduardo García Parra, en favor de la Comunidad Rural e Indígena Zoque “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, se dictó el acuerdo que a la letra dice: 

<Tuxtla Gutiérrez, Chiapas; <veintitrés de abril de dos mil veinte>.

Vista la demanda de amparo promovida por Luis Eduardo García Parra, en favor de la Comunidad Rural e Indígena Zoque “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, contra actos de las autoridades señaladas como:

7. Presidente de la República, con sede en la Ciudad de México.

8. Consejo de Salubridad General, con sede en la Ciudad de México.

9. Secretaría de Salud Federal, con sede en la Ciudad de México.

10. Gobernador del Estado de Chiapas, con sede en esta ciudad.

11. Secretaría de Salud del Estado de Chiapas, con sede en esta ciudad.

12. Ayuntamiento Constitucional de Ocosingo, Chiapas.

ANOTACIONES

Se ordena formar el expediente correspondiente, capturar su ingreso en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), en el Libro de Gobierno de este juzgado y registrar bajo el número de juicio de amparo <340/2020>-<3>.

REPRESENTACIÓN DEL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De acuerdo a lo establecido en el Acuerdo General por el que se establecen las reglas a que se sujetará la representación del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en todos los trámites previstos en la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, en el artículo tercero, fracción VI, apartados 27 y 72, dicha representación a consideración de este Juzgado le compete a la Secretaría de Salud; por tanto, téngasele con dicho carácter.

 Sustenta lo anterior, en lo conducente, la contradicción de tesis número 2a./J. 105/2019 (10a)
, de la Segunda Sala, de rubro “REPRESENTACIÓN DEL TITULAR DEL EJECUTIVO FEDERAL. PROCEDIMIENTO QUE DEBE SEGUIR EL JUEZ DE DISTRITO PARA TENERLO POR DEBIDAMENTE NOTIFICADO EN LOS SUPUESTOS EN LOS QUE SE RECLAMEN NORMAS U OMISIONES QUE NO ESTÉN PREVISTOS EN EL ARTÍCULO TERCERO DEL ACUERDO GENERAL POR EL QUE SE ESTABLECEN LAS REGLAS A QUE SE SUJETARÁ LA REPRESENTACIÓN DEL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN TODOS LOS TRÁMITES PREVISTOS EN LA LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADO UNIDOS MEXICANOS, ABROGADO EL 25 DE MARZO DE 2019”. 
RESERVA DE PROVEER RESPECTO A LA ADMISIÓN DE LA DEMANDA

De la lectura de la demanda de amparo se advierte que ésta es promovida por Luis Eduardo García Parra, en favor de la comunidad indígena de referencia, sin que sea miembro de la misma; sin embargo, bajo protesta de decir verdad aduce promover el escrito inicial en términos de lo dispuesto por el artículo 15, de la Ley de Amparo
, ya que los actos reclamados importan peligro de privación de la vida de los habitantes de la comunidad quejosa; además de que éstos se encuentran impedidos por las razones y limitaciones que expone para comparecer ante una autoridad jurisdiccional a defender sus derechos.

No obstante lo anterior, de conformidad con lo establecido en el numeral 6, de la Ley de Amparo, se desprende que, el juicio de amparo puede promoverse por la persona física o moral a quien afecte la norma general o el acto reclamado en términos de la fracción I del artículo 5o. de esa ley, lo cual a consideración de quien esto determina no se cumple en el presente caso.

Empero, como excepción a lo anterior, se encuentra lo dispuesto por el numeral 15 de la ley de la materia, que señala que, cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad; supuesto que se actualiza en la especie.


Ahora, de acuerdo al mencionado artículo 15, de la Ley de Amparo, a efecto de admitir a trámite la demanda, debe requerirse a la parte agraviada para que dentro del término de tres días la ratifique; de lo contrario se tendrá por no presentada y quedarán sin efecto las providencias dictadas.

Luego, de acuerdo a lo narrado en el escrito inicial, la comunidad directa quejosa forma un ejido denominado “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, de origen indígena zoque, y como tal, para el acceso pleno a la jurisdicción del Estado, cuando se trate de medios de defensa de derechos fundamentales, como es el juicio de amparo, debe permitirse a cualquier integrante de una comunidad o pueblo indígena, instar a la autoridad jurisdiccional correspondiente para la defensa de los derechos humanos colectivos, con independencia de que se trate o no de los representantes de la comunidad, pues ello no puede ser una barrera para su disfrute pleno. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis 1a. CCXXXV/2013 (10a.)
, sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto siguientes:

COMUNIDADES Y PUEBLOS INDÍGENAS. CUALQUIERA DE SUS INTEGRANTES PUEDE PROMOVER JUICIO DE AMPARO EN DEFENSA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES COLECTIVOS. El derecho humano de acceso a la justicia para las comunidades o pueblos indígenas, contenido en el artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva de la situación de vulnerabilidad en que aquéllos se encuentran y del reconocimiento de su autonomía, por ello, en dicho precepto se fijó un ámbito de protección especial que, sin tratarse de una cuestión de fuero personal, garantiza que sus miembros cuenten con la protección necesaria y los medios relativos de acceso pleno a los derechos. Así, conforme al mandato constitucional de referencia, se garantiza a los pueblos y a las comunidades indígenas el acceso pleno a la jurisdicción del Estado, y para ello se precisa que en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, deberán tomarse en cuenta sus costumbres y especificidades culturales, respetando los preceptos de la Constitución Federal. Asimismo, en el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de la Organización Internacional del Trabajo, se hace énfasis en que el acceso a la justicia individual o colectiva de los pueblos y las comunidades indígenas, implica garantizar el acceso a procedimientos legales tramitados personalmente o por medio de sus organismos representativos. Así, este postulado en conjunto con el artículo 2o. constitucional, poseen plena fuerza vinculante al haberse adoptado en la normativa de nuestro país, lo que implica que permee en todos los ámbitos del sistema jurídico, para crear un enfoque que al analizar el sistema de normas en su totalidad, cumpla con su objetivo, que es el ejercicio real de sus derechos y la expresión de su identidad individual y colectiva para superar la desigualdad de oportunidades que tradicionalmente les han afectado, lo cual se conoce como principio de transversalidad. En esa medida, el acceso pleno a la jurisdicción del Estado, cuando se trate de medios de defensa de derechos fundamentales, como es el juicio de amparo, debe permitirse a cualquier integrante de una comunidad o pueblo indígena, instar a la autoridad jurisdiccional correspondiente para la defensa de los derechos humanos colectivos, con independencia de que se trate o no de los representantes de la comunidad, pues esto no puede ser una barrera para su disfrute pleno.

En consecuencia, dadas las particularidades del asunto, este órgano jurisdiccional se reserva proveer sobre la admisibilidad de la demanda de amparo, hasta en tanto sea ratificada en términos de lo dispuesto por el tercer párrafo del artículo 15, de la ley de la materia, por el Comisariado Ejidal o en su caso, por alguno de los integrantes de la comunidad indígena “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas.

Cabe precisar que lo anterior se ordenará realizar una vez que los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación reanuden actividades, conforme al contenido del Acuerdo General 6/2020, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reforma y adiciona el similar 4/2020, relativo a las Medidas de Contingencia en los Órganos Jurisdiccionales por el Fenómeno de Salud Pública derivado del Virus COVID-19.

Sin que lo antes acordado sea impedimento para que, cualquier persona perteneciente a la comunidad quejosa, pueda comparecer a las instalaciones de este Juzgado Séptimo de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas, con residencia en esta ciudad, a ratificar el escrito de demanda, en representación de la colectividad.

Ahora, a efecto de no dejar en estado de indefensión a los pobladores pertenecientes a la Comunidad Rural e Indígena Zoque, denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, y atendiendo a que en la demanda de amparo se señalaron actos que podría impactar en el derecho a la salud e incluso en el derecho a la vida de los quejosos, resulta necesario acordar sobre la suspensión de plano en términos de lo dispuesto por el artículo 126 de la Ley de Amparo.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio sostenido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1a./J. 25/2018 (10a.)
, cuyo rubro reza: “SUSPENSIÓN DE OFICIO Y DE PLANO PREVISTA EN LOS PÁRRAFOS PRIMERO Y SEGUNDO DEL ARTÍCULO 126 DE LA LEY DE AMPARO. SI NO SE ADMITE LA DEMANDA Y SE PREVIENE AL QUEJOSO PARA QUE SUBSANE ALGUNA IRREGULARIDAD, EL ÓRGANO DE CONTROL CONSTITUCIONAL DEBE PROVEER SOBRE LA CITADA MEDIDA CAUTELAR EN EL PROPIO AUTO EN QUE FORMULA ESE REQUERIMIENTO.” 

SUSPENSIÓN DE PLANO

Los actos reclamados por el promovente son los siguientes:

“De las autoridades federales y estatales:
1. La omisión de promover, respetar, proteger y garantizar el derecho de protección a la salud de la Comunidad Rural e Indígena Zoque “Nuevo Francisco León” –atención y seguimiento médico a casos de COVID-19, acciones de control a casos de COVID-19, acceso a infraestructura hospitalaria, estudios epidemiológicos, suministro de medicamentos, etcétera–, esto durante el periodo de emergencia sanitaria y suspensión de actividades no esenciales a causa de la enfermedad denominada “coronavirus”, así como durante la cuarentena impuesta a la población quejosa por los contagios locales registrados.

2. La omisión de promover, respetar, proteger y garantizar el derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad para la Comunidad Rural e Indígena Zoque “Nuevo Francisco León”, esto durante el periodo de emergencia sanitaria y suspensión de actividades no esenciales a causa de la enfermedad denominada “coronavirus”, así como durante la cuarentena impuesta a la población quejosa por los contagios locales registrados.

De la autoridad municipal:

3. La omisión de promover, respetar, proteger y garantizar el derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua potable para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre aceptable y asequible para la Comunidad Rural e Indígena Zoque “Nuevo Francisco León”, esto durante el periodo de emergencia sanitaria y suspensión de actividades no esenciales a causa de la enfermedad denominada “coronavirus”, así como durante la cuarentena impuesta a la población quejosa por los contagios locales registrados.”

Ahora, según lo expuesto en la demanda, el promovente aduce que, se encuentra en peligro la vida de los integrantes de la directa quejosa, Comunidad Rural e Indígena Zoque, denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, toda vez que, en la misma se han presentado casos positivos del virus denominado COVID-19; específicamente, el de una persona que era integrante de la comunidad, quien después de haber sido diagnosticado como positivo del mencionado virus, interactuó con los demás pobladores, para luego suicidarse debido a que los residentes lo confrontaron por la posibilidad de que contagiara a más personas.

Que con motivo de lo anterior, los pobladores de la comunidad quejosa hicieron un llamado a las autoridades municipales y estatales, para el levantamiento del cadáver, pero al no haber acudido, fueron los mismos integrantes del ejido quienes manipularon el cuerpo para luego sepultarlo.

Luego, señala que personal de la Secretaría de Salud del Estado de Chiapas acudió a la comunidad para solo inspeccionar visualmente, indicando a los habitantes que tenían que resguardarse en sus domicilios, no permitir las entradas y salidas del poblado y que las persona que habían tenido contacto con el cuerpo del occiso, deberían estar bajo supervisión médica, lo cual no aconteció.

Asimismo, precisa que por todos los acontecimientos suscitados en la comunidad quejosa, los pobladores optaron por el confinamiento en sus hogares y por la suspensión de labores, sin que las autoridades competentes se presentaran a brindarles información respecto a los contagios, toma de pruebas o la forma en que debían actuar por haber interactuado con personas contagiadas por coronavirus.

De igual forma, aduce que, debido a la propagación del virus entre los habitantes, éstos se han visto impedidos para laborar y por ende no cuentan con los ingresos necesarios para alimentarse y adquirir artículos que ayuden a evitar la proliferación del COVID-19; pues además, no cuentan con el servicio de agua potable para poder seguir las medidas de higiene recomendadas por las autoridades competentes.

Aunado a lo anterior, manifiesta que dentro de la Comunidad Rural e Indígena Zoque, denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, se encuentran como habitantes niños, ancianos y personas enfermas que requieren de especial atención.


Lo antes narrado evidencia que los actos reclamados se subsumen en los supuestos para proveer sobre la suspensión de oficio y de plano previstos en los artículos 15 y 126 de la Ley de Amparo.


En ese sentido, a efecto de proveer lo conducente, en primer lugar debe recordarse que, según lo expuesto bajo protesta de decir vedad en la demanda, la comunidad directa quejosa denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, es de origen indígena Zoque; de ahí que, resulte pertinente señalar que, el artículo 2º, apartados A y B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reconoce como derechos de los pueblos y comunidades indígenas, así como obligaciones de las autoridades federales, estatales y municipales, los siguientes:

“A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para:

[…]

VIII. Acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. Para garantizar ese derecho, en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales respetando los preceptos de esta Constitución. Los indígenas tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura. 

[…]

B. La Federación, las entidades federativas y los Municipios, para promover la igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier práctica discriminatoria, establecerán las instituciones y determinarán las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos.

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comunidades indígenas, dichas autoridades, tienen la obligación de:

[…]

III. Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud mediante la ampliación de la cobertura del sistema nacional, aprovechando debidamente la medicina tradicional, así como apoyar la nutrición de los indígenas mediante programas de alimentación, en especial para la población infantil.

[…]”

La norma constitucional antes invocada reconoce la prerrogativa de acceso a la justicia para las comunidades y pueblos indígenas; ello, derivado de la situación de vulnerabilidad en que aquéllos se encuentran y del reconocimiento de su autonomía, por tanto, en dicho precepto se fijó un ámbito de protección especial que, sin tratarse de una cuestión de fuero personal, garantiza que sus miembros cuenten con la protección necesaria y los medios relativos de acceso pleno a los derechos, estableciéndose de manera absoluta, su derecho de ser asistidos de intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura. 

De igual forma, la Constitución señala que la Federación, las entidades federativas y los municipios deben establecer instituciones y las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de las comunidades y pueblos indígenas, así como su desarrollo integral, los cuales deberán ser diseñados conjuntamente con ellos, a fin de promover la igualdad de oportunidades y eliminar cualquier práctica discriminatoria. Para tal efecto, la Carta Magna impone a las autoridades antes mencionadas, entre otras cosas, asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud y el apoyo a la nutrición de los indígenas mediante programas de alimentación, en especial para la población infantil.

Ahora, en relación a la pandemia derivada del virus denominado COVID-19 que afecta actualmente a todo el mundo y como tal a los pueblos y comunidades indígenas, esta juzgadora considera importante mencionar que, la Presidenta del Foro Permanente de las Naciones Unidas para las Cuestiones Indígenas, Anne Nuorgam, en el artículo publicado en la página https://www.un.org/development/desa/indigenous-peoples-es/covid-19.html, dijo que la mencionada pandemia constituye una grave amenaza para la salud de estos pueblos, ya que experimentan un acceso deficiente a la atención sanitaria, tasas significativamente más altas de enfermedades transmisibles y no transmisibles, falta de acceso a servicios esenciales, saneamiento y otras medidas preventivas clave, como agua limpia, jabón, desinfectante, etcétera. 

Asimismo, precisó que la mayoría de las instalaciones médicas locales cercanas, si es que las hay, suelen estar mal equipadas y carecen de personal. Que incluso cuando los pueblos indígenas pueden acceder a los servicios de salud, pueden enfrentarse al estigma y la discriminación. 

Que un factor clave es asegurar que en esas instalaciones médicas se presten servicios en lenguas indígenas y, según proceda, en función de la situación específica de estos pueblos.

De igual forma señaló que los estilos de vida tradicionales de los pueblos indígenas son una fuente de resiliencia, pero que en este momento pueden representar una amenaza para evitar la propagación del virus.  Lo anterior, ya que la mayoría de los pueblos indígenas organizan periódicamente grandes reuniones tradicionales en sus comunidades para conmemorar acontecimientos especiales como, cosechas, ceremonias de llegada a la mayoría de edad, entre otras cosas, y que algunas familias habitan en viviendas multigeneracionales, lo que les pone en peligro, especialmente a los ancianos.

Que a medida que aumenta el número de infecciones por el COVID-19 en todo el mundo, así como las altas tasas de mortalidad entre ciertos grupos vulnerables con problemas de salud subyacentes, todavía no se cuenta con datos sobre la tasa de infección en los pueblos indígenas, o no se registran por origen étnico, y que tampoco se dispone de información pertinente en lenguas indígenas sobre las enfermedades infecciosas y las medidas preventivas.

Afirmó que los pueblos indígenas experimentan un alto grado de marginación socioeconómica y corren un riesgo desproporcionado en las emergencias de salud pública, haciéndose aún más vulnerables durante la pandemia que actualmente vive el mundo, debido a factores como su falta de acceso a sistemas eficaces de vigilancia y alerta temprana y a servicios sanitarios y sociales adecuados.

Que a medida que las medidas de aislamiento continúan en numerosos países, sin un calendario a la vista, los pueblos indígenas que ya se afrontan a la inseguridad alimentaria, como resultado de la pérdida de sus tierras y territorios tradicionales, se enfrentan a retos aún más graves en el acceso a los alimentos y que la situación de las mujeres indígenas, que suelen ser las principales proveedoras de alimentos y nutrición para sus familias, es aún más grave.


Lo antes narrado resulta de suma importancia para poder emitir el pronunciamiento respectivo, ya que lo publicado por la Organización de la Naciones Unidas guarda una estrecha identidad con lo que ocurre actualmente en México con los pueblos y comunidades indígenas, como en el caso en estudio.


Ahora, en virtud de que en la comunidad quejosa también habitan niños, debe decirse que, en el artículo 3, punto 1, de la Convención Sobre los Derechos del Niño, del que México forma parte, se señala que en todas las medidas concernientes a aquellos que tomen los tribunales, deberá atenderse el interés superior de éstos, previéndose en su numeral 27, punto 2 y 3, que los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño; que los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus medios, adoptarán medidas apropiadas para ayudar a dar efectividad a esos derechos.

Bajo esa perspectiva es por ello que todo juzgador antes de resolver cualquier controversia en la que se encuentren involucrados niños y niñas, debe velar sobre todas las cosas por el interés superior de los mismos, tomando en cuenta la amplia gama de derechos que la Constitución, los tratados internacionales y las leyes relativas a proteger a los niños les confiere, pues los menores por su falta de madurez física y mental, necesitan una protección legal especial a fin de hacer efectivos tales derechos, los cuales les permitirán crecer en un ambiente que les garantice la satisfacción de las necesidades elementales de alimentación, salud, vivienda, educación, sano esparcimiento y demás necesarias para alcanzar un nivel de vida adecuado para su sano desarrollo físico, espiritual, moral y social que los dignifique.

Asimismo, en la jurisprudencia 2a./J. 113/2019 (10a.)
, de rubro “DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. EL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR SE ERIGE COMO LA CONSIDERACIÓN PRIMORDIAL QUE DEBE DE ATENDERSE EN CUALQUIER DECISIÓN QUE LES AFECTE”, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que el interés superior del menor es un concepto triple, al ser: (I) un derecho sustantivo; (II) un principio jurídico interpretativo fundamental; y (III) una norma de procedimiento. Que el derecho del interés superior del menor prescribe que se observe "en todas las decisiones y medidas relacionadas con el niño", lo que significa que, en "cualquier medida que tenga que ver con uno o varios niños, su interés superior deberá ser una consideración primordial a que se atenderá", lo cual incluye no sólo las decisiones, sino también todos los actos, conductas, propuestas, servicios, procedimientos y demás iniciativas.
Luego, del contenido de los artículos 1 y 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, se advierte que en México todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, debiendo todas las autoridades en el ámbito de sus competencias, promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

En ese orden, la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad, la salud y el agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible, como derechos fundamentales, de conformidad con lo establecido en el artículo 4º, Constitucional, constituyen garantías de otros derechos humanos, como la vida, medio ambiente sano y la dignidad humana, entendida esta como la posibilidad que tiene cada persona de gozar de condiciones materiales de existencia que le permitan diseñar un plan de vida y determinarse según sus características.

En relación a la alimentación, el Alto Tribunal del país ha concluido que el núcleo esencial de ese derecho comprende dos elementos, a saber, 1) la disponibilidad de alimentos; y 2) la accesibilidad a éstos.

La disponibilidad se refiere a la posibilidad que tiene el individuo de alimentarse directamente, o bien, a través de los sistemas públicos o privados de distribución, elaboración y comercialización, además de exigir que los alimentos tengan los nutrimentos adecuados para su correcto desarrollo físico y mental.

Por su parte, la accesibilidad implica el cumplimiento de los siguientes elementos: a) la accesibilidad económica, es decir, que los alimentos estén al alcance de las personas desde el punto de vista monetario, en condiciones que les permitan tener una alimentación suficiente y de calidad; y b) la accesibilidad social, la cual conlleva que los alimentos deben estar al alcance de todos los individuos, incluidos quienes se encuentren en alguna situación de vulnerabilidad.

Así, el núcleo esencial del derecho a la alimentación se garantiza cuando todo hombre, mujer, adolescente o niño tienen acceso físico y económico, en todo momento, a una alimentación adecuada, o bien, a los medios para obtenerla.

Lo anterior, fue sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 1219/2015, lo cual dio origen a la siguiente tesis:

“DERECHO A LA ALIMENTACIÓN. ELEMENTOS Y FORMA DE GARANTIZAR SU NÚCLEO ESENCIAL. El núcleo esencial del derecho a la alimentación comprende los siguientes elementos: a) la disponibilidad de alimentos; y b) la accesibilidad a éstos. En ese sentido, la disponibilidad se refiere a la posibilidad que tiene el individuo de alimentarse directamente, o bien, a través de los sistemas públicos o privados de distribución, elaboración y comercialización, además de exigir que los alimentos tengan los nutrimentos adecuados para su correcto desarrollo físico y mental. Por otro lado, la accesibilidad implica el cumplimiento de los siguientes elementos: i) la accesibilidad económica, es decir, que los alimentos estén al alcance de las personas desde el punto de vista monetario, en condiciones que les permitan tener una alimentación suficiente y de calidad; y ii) la accesibilidad social, la cual conlleva que los alimentos deben estar al alcance de todos los individuos, incluidos quienes se encuentren en alguna situación de vulnerabilidad. Así, el núcleo esencial del derecho a la alimentación se garantiza cuando todo hombre, mujer, adolescente o niño tienen acceso físico y económico, en todo momento, a una alimentación adecuada, o bien, a los medios para obtenerla.”

En otro aspecto, el derecho a la vida impone al Estado una obligación compleja, en tanto que no sólo prohíbe la privación de la vida, sino que también exige que, a la luz de la obligación de garantizar el pleno, libre y efectivo ejercicio de los derechos humanos como el relativo a la salud, adopte medidas positivas para preservar ese derecho en el ámbito legislativo, judicial y administrativo. 

Los artículos 133, 134, 140, 141, 142 y 404, de la Ley General de Salud
 disponen que, es la Secretaría de Salud coordinada con los Gobiernos de los Estados, la encargada de coordinar sus actividades, para la investigación, prevención y control de las enfermedades transmisibles; así como de establecer el Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica.
Asimismo, los profesionales, técnicos y auxiliares de la salud, al tener conocimiento de un caso de enfermedad transmisible, están obligados a tomar las medidas necesarias, de acuerdo con la naturaleza y características del padecimiento, aplicando los recursos a su alcance para proteger la salud individual y colectiva.
De igual forma, se desprende que corresponde a las autoridades sanitarias de la Federación y los Estados, realizar las acciones para combatir las enfermedades transmisibles, estableciendo las medidas que estimen necesarias, sin contravenir las disposiciones de la Ley, las que expida el Consejo de Salubridad General y las normas oficiales mexicanas que dicte la Secretaría de Salud.
Lo anterior permite concluir que la Secretaría de Salud y las autoridades estatales, en sus respectivos ámbitos de competencia, tienen el deber de adoptar medidas que, a su juicio, sean necesarias y convenientes para controlar y evitar la propagación de enfermedades, como ocurre en la actualidad con el virus denominado COVID-19. 
Por otra parte, el artículo 115, fracción III, inciso a), de la Constitución Federal
, prevé que los municipios, con el apoyo de los Estados, cuando así fuere necesario y lo determinen las leyes, tendrán a su cargo, entre otros, el servicio de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales; por tanto, esta disposición revela la posibilidad de una actuación individualizada por parte del municipio o conjunta entre éste y el Estado.

Además, la Ley de Aguas para el Estado de Chiapas, en sus artículos 3, fracción XXVI, 17 y 18
 establece las normas conforme a las cuales serán prestados los servicios públicos de agua potable en el Estado.

Esto es, las mencionadas normas disponen que los municipios tendrán a su cargo la prestación de los servicios públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento.

De igual forma, prevén que los servicios públicos serán prestados en condiciones que aseguren su continuidad, regularidad, calidad y cobertura, de manera que se logre la satisfacción de las necesidades de los usuarios y la protección del medio ambiente. 

En este orden de ideas, resulta que el marco relevante en este asunto lo constituyen los derechos fundamentales de los quejosos a la alimentación, salud y agua, consagrados en el artículo 4° Constitucional, que, de acuerdo a lo manifestado por el promovente de la demanda, se ha transgredido en su perjuicio de la comunidad quejosa por las autoridades responsables.
En consecuencia y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, al tratarse de actos que pudieran poner en peligro la vida de los integrantes de la Comunidad Rural e Indígena Zoque, denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, con fundamento en los artículos 15, segundo párrafo, 125, 126 y 127, fracción II, de la Ley de Amparo, se concede la suspensión de plano de los actos reclamados, para el efecto de que, las autoridades responsables, en el ámbito de su competencia:

1. Se constituyan inmediatamente a la comunidad quejosa y establezcan las medidas preventivas que se deberán implementar para la mitigación y control de los riesgos para la salud que implica la enfermedad por el virus SARS-CoV2 (COVID-19).

2. Se identifique a los habitantes de la Comunidad Rural e Indígena Zoque, denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, que tuvieron contacto con la persona contagiada por el virus COVID-19, que falleció el trece de abril del año en curso, a fin de que se les practiquen las pruebas correspondientes para conocer si fueron infectadas y de ser así, se les brinde la atención médica necesaria, debiendo utilizar todos los recursos que tienen a su alcance para suministrar los medicamentos e insumos para salvaguardar la salud y vida de los pobladores, dada la emergencia nacional de salud que actualmente vive el país. 

3. Se brinde protección de forma reforzada a los familiares de la persona fallecida señalada en el punto que antecede; ello, debido a la posible discriminación que estén sufriendo, lo cual les impediría tener acceso a los insumos básicos para su subsistencia.

En cuanto al efecto para el cual solicita la suspensión de los actos reclamados el promovente, consistente en que se instale una unidad médica ambulatoria en la comunidad quejosa, esta juzgadora, considera que, de acuerdo a las necesidades que requieran los habitantes, las autoridades responsables tendrán bajo su más estricta responsabilidad proceder de la forma que estimen pertinente para garantizar la salud y la vida de los pobladores, adoptando las medidas que correspondan para cada caso en particular, lo cual efectivamente puede incluir la instalación de la mencionada unidad médica. 
4. Mediante los programas de asistencia social y políticas que consideren adecuados, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 6, 14, fracción I, 18 y 19, fracción V, de la Ley General de Desarrollo Social
, garanticen la alimentación nutritiva de los pobladores quejosos que no tienen acceso a ésta, con motivo de la contingencia sanitaria ocasionada por el virus a que se ha hecho referencia.
5. Por los medios que tengan a su alcance, suministren agua potable por la cantidad necesaria para satisfacer los requerimientos básicos de consumo humano de los pobladores de la comunidad quejosa; es decir, la cantidad de cincuenta litros diarios, por cada habitante de un inmueble.  

6. Brinden información a los pobladores de la comunidad denominada “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, sobre las medidas de prevención para evitar el contagio del virus COVID-19, en la lengua Zoque, difundiéndose la misma mediante los medios que consideren adecuados.

7. De resultar necesario y dentro de las posibilidades con las que se cuente, las responsables deberán asegurar que, tanto las personas que habitan en el poblado “Nuevo Francisco León”, municipio de Ocosingo, Chiapas, como el personal médico o de asistencia que envíen para dar cumplimiento a la presente determinación, tengan los accesos básicos a telefonía e internet para comunicarse en caso de emergencia. 

Sin que sea el caso conceder la medida cautelar solicitada para los efectos propuestos por el promovente del amparo, consistentes en que se otorgue un salario para la subsistencia de los quejosos, ya que, ello es competencia de las autoridades administrativas y legislativas; además, los efectos para los cuales se concedió la suspensión de plano, a consideración de esta juzgadora, salvaguardan los derechos fundamentales a la salud, alimentación, agua y vida de los habitantes de la comunidad a que se ha hecho referencia.

INFORME SOBRE SUSPENSIÓN DE PLANO

Dentro del plazo de VEINTICUATRO HORAS, las autoridades responsables deberán hacer del conocimiento de este órgano de control constitucional la forma y términos en que hayan acatado la suspensión, en la inteligencia que la violación a esta medida entraña la comisión del delito previsto en el artículo 262, fracciones III y V, de la invocada ley de la materia, del tenor siguiente:

"Artículo 262. Se impondrá pena de tres a nueve años de prisión, multa de cincuenta a quinientos días, destitución e inhabilitación de tres a nueve años para desempeñar otro cargo, empleo o comisión públicos, al servidor público que con el carácter de autoridad responsable en el juicio de amparo o en el incidente de suspensión:

(...)

III. No obedezca un auto de suspensión debidamente notificado, independientemente de cualquier otro delito en que incurra;

(...)

V. Fuera de los casos señalados en las fracciones anteriores, se resista de cualquier modo a dar cumplimiento a los mandatos u órdenes dictadas en materia de amparo."

Por lo que de consumarse los actos reclamados, de inmediato se dará vista al agente del Ministerio Público de la Federación para los efectos legales a que hubiere lugar.

ESCRITOS RECIBIDOS VÍA ELECTRÓNICA


Por otra parte, agréguense a los autos los escritos de cuenta signados por el promovente Luis Eduardo Parra García, por medio de los cuales aclara que el nombre correcto de la comunidad quejosa es Nuevo Francisco León y solicita la suspensión de los actos reclamados para diverso afecto.


Ahora, en atención a lo anterior, dígase al promovente que deberá estarse a lo acordado en el presente auto.

NOTIFICACIONES ELECTRÓNICAS

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 25, 42 y 43 del Acuerdo General Conjunto número 1/2014, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico, y el acceso a éste, así como las notificaciones por vía electrónica, mediante el uso de la FIREL, a través del Sistema Electrónico del Poder Judicial de la Federación previsto en el artículo 3 de la Ley de Amparo, se ordena que las notificaciones en el presente juicio de amparo se realicen vía electrónica.

AUTORIZADOS

Asimismo con fundamento en el artículo 12, de la Ley de Amparo, se tienen por autorizados en términos amplios a Juan Carlos Nuño Godínez, Ricardo Ruiz García, Jesús Erasmo Sánchez Bermúdez, Germán Sadday Ochoa Regalado y Juan Alberto Vega Muñoz, ya que cuentan con su cédula profesional registrada en el Sistema Computarizado para el Registro Único de Profesionales del Derecho ante los Órganos Jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación; y en términos restringidos al a diversa persona que indica, por así haberlo solicitado expresamente la parte quejosa.

De igual manera, con apoyo en los artículos 21, 22 y 23 del Acuerdo General conjunto número 1/2014, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico, y el acceso a éste, así como las notificaciones por vía electrónica, mediante el uso de la FIREL, a través del Sistema Electrónico del Poder Judicial de la Federación previsto en el artículo 3 de la Ley de Amparo, se autoriza a Luis Eduardo García Parra con el nombre de usuario PARRA88, Juan Carlos Nuño Godínez con el nombre de usuario abogadojcnuno.2020, Ricardo Ruiz García con el nombre de usuario RICARDORUIZ, Jesús Erasmo Sánchez Bermúdez con el nombre de usuario JSANCHEZ85, Germán Sadday Ochoa Regalado con el nombre de usuario germansadday y Juan Alberto Vega Muñoz con el nombre de usuario LIC.JAVEM87, y Denisse Bernal González con el nombre de usuario BERNALGON95, la consulta en la vía que solicitan, en el sistema implementado por el Consejo de la Judicatura Federal en la dirección electrónica http://www.serviciosenlinea.pjf.gob.mx/juicioenlinea/Home/Login, debiendo corroborar sus credenciales de acceso a dicho portal.

ENTREGA DE OFICIOS

Ahora, tomando en consideración que el domicilio de la autoridad responsable 6. Ayuntamiento Constitucional de Ocosingo, Chiapas, se encuentra fuera del lugar de residencia  de este Juzgado, con apoyo en el artículo 298 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por disposición de su numeral 2, gírese atento despacho al Juzgado Mixto del Distrito Judicial de Ocosingo, Chiapas, para que en auxilio de las labores de este órgano de control constitucional, y con las medidas de protección a la salud de su personal, realice la entrega del oficio que se anexa en la comunicación de referencia a la mencionada responsable, facultándose al actuario de su adscripción, para que, en caso de que la denominación que aparece en el oficio a través del cual se comunica este proveído, sea distinta, se sirva testar la misma, y en su lugar, señale la denominación correcta; a efecto de que no se encuentre impedido para realizar la entrega del oficio derivado de esta comunicación oficial. 
Con fundamento en el artículo 282 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, se habilitan días y horas inhábiles al funcionario judicial que realice la diligencia, para que la lleve a cabo cumpliendo con el imperativo previsto en el artículo 17 de la Carta Magna.

Así también requiérase a dicha autoridad, para que dé cumplimiento a este mandato inmediatamente, apercibida que de no dar cumplimiento a lo anterior o no manifestar el impedimento que tenga para hacerlo, se hará acreedora a una multa de cincuenta Unidades de Medida y Actualización
, conforme al Salario Mínimo Nacional vigente, en términos de lo establecido por el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete de enero de dos mil dieciséis, emitido por el Poder Ejecutivo, que entró en vigor al día siguiente, de conformidad con los artículos 237, fracción I y 259 de la Ley de Amparo.

Hecho lo anterior, deberá devolver inmediatamente el despacho a este Juzgado.

Asimismo, en virtud que el domicilio de las diversas responsables 1. Presidente de la República (por conducto del Secretario de Salud), 2. Consejo de Salubridad General, y 3. Secretaría de Salud Federal, se encuentran en la Ciudad de México, con apoyo en el artículo 298 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por disposición de su numeral 2, gírese atento exhorto al Juez de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en turno, para que en auxilio de las labores de este órgano de control constitucional, y con las medidas de protección a la salud de su personal, realice la entrega de los oficios que se anexarán a la comunicación que se envié en el domicilio ubicado en Calle Lieja número siete, Colonia Juárez, Alcaidía Cuauhtémoc, Ciudad de México, Código postal 06600.
Con fundamento en el artículo 21 de la Ley de Amparo, se habilitan días y horas inhábiles al Actuario Judicial de su adscripción, para que lleve a cabo la diligencia encomendada.

De la misma manera, se solicita que a la brevedad posible remita las constancias relativas a la diligencia encomendada.

HABILITACIÓN DE DÍAS Y HORAS INHÁBILES PARA EL ACTUARIO

En términos del tercer párrafo del artículo 21 de la Ley de Amparo, se habilitan los días y horas inhábiles para que el actuario adscrito a este Juzgado pueda realizar las diligencias inherentes a sus funciones, haciéndolo constar en el acta correspondiente.

USO DE MEDIOS ELECTRÓNICOS

Se autoriza la reproducción de las constancias que obren en el presente expediente mediante el uso de medios electrónicos de reproducción portátil, bastando en cada caso la solicitud verbal de la parte interesada y sin requerir que recaiga proveído al respecto; sin embargo, por seguridad jurídica, se dejará constancia en autos de tal acto.

Es ilustrativa la tesis I.3o.C.725 C del Tercer Tribunal Colegiado en materia civil del Primer Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, Marzo de 2009, Materia Civil, página 2847, registro 167640, de rubro “REPRODUCCIÓN ELECTRÓNICA DE ACTUACIONES JUDICIALES. LAS PARTES PUEDEN RECIBIR AUTORIZACIÓN AUNQUE NO EXISTA REGULACIÓN EXPRESA EN LA LEY DE AMPARO NI EN SU LEY SUPLETORIA”.

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y TRANSPARENCIA

Dígase a las partes que los datos personales y sensibles que se alleguen en el presente asunto, quedan sujetos a lo contemplado en los arábigos 1, 3 fracciones IX, X y XVII, 5, 18, 22, fracciones IV y V, 25, 26, 27 y 31 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados.

Además, en cumplimiento a lo ordenado en los artículos 1, 9, 16, 113, fracción I y 117 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como el numeral 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, las resoluciones y sentencia que se emitan en el presente asunto, estarán a disposición del público para su consulta cuando así lo soliciten.

Asimismo, de conformidad con lo estatuido en el Título Tercero de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, hágase saber a las partes la facultad que les asiste para oponerse a la publicación de sus nombres y datos personales en el presente asunto, lo que deberán manifestar expresamente siguiendo los lineamientos ahí señalados; en el entendido que de no realizar manifestación alguna, las resoluciones que se dicten se publicarán sin supresión de datos.

Dígase a la parte quejosa que la demanda de amparo digitalizada y demás proveídos relativos al expediente electrónico que al efecto se forme, se encontrarán disponibles para su consulta en el expediente electrónico de los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, en la página de internet htlp://consultaexpedienteelectronico.cjf.gob.mx o para las autoridades responsables en el sistema informático de ingreso mediante la Firma Electrónica de Seguimiento de Expedientes (FESE) cuya liga es htlp://www.dgepj.cjf.gob.mx, respectivamente.

En ese sentido y, para otorgar la autorización, así como el acceso a la parte quejosa al sistema de consulta aducido en primer término, deberá solicitarlo por escrito señalando el nombre de usuario y por única ocasión en el expediente principal; lo anterior con fundamento en el artículo 22 del Acuerdo General 1/2015 de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal.

Notifíquese.

Así lo proveyó y firma la Juez Minerva López Constantino, Titular del Juzgado Séptimo de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas, asistida del Secretario que autoriza y da fe <Ignacio Lagunes León>, a quien faculta a firmar los oficios que se expidan, quien además certifica que las promociones que generaron el presente acuerdo y el proveído mismo, se encuentran debidamente incorporados al expediente electrónico. Doy fe.

>
Y para que mi mandato tenga su más fiel y exacto cumplimiento, en nombre del Poder Judicial de la Federación, exhorto a usted Juez de Distrito para que al momento de que esta comunicación obre en su poder se sirva ordenar a quien corresponda lo diligencie en sus términos. Teniendo la seguridad de mi reciprocidad en casos análogos. 

Tuxtla, Gutiérrez, Chiapas, veintitrés de abril de dos mil veinte.
Juez Minerva López Constantino

Titular del Juzgado Séptimo de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas
Ignacio Lagunes León

Secretario del Juzgado Séptimo de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas
� Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, con número de registro 2020526.





� Artículo 15. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad.


[…]





� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXIII, Agosto de 2013, Tomo 1, página 735


� Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 58, Septiembre de 2018, Tomo I, Época: Décima Época, Registro: 2017844, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Tesis: 1a./J. 25/2018 (10a.), Página: 827 





� Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 69, Agosto de 2019, Tomo III, Materia Constitucional,  Página 2328.


� “Artículo. 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 





Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 





Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.





[…]”





“Artículo. 4o. 


[…]


Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará.


Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución.


Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley.


Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines.


Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo.


[…]”





�Tesis 2a. XCIV/2016 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo I, visible en la página 836


 


� “ARTÍCULO 133. En materia de prevención y control de enfermedades y accidentes, y sin perjuicio de lo que dispongan las Leyes laborales y de seguridad social en materia de riesgos de trabajo, corresponde a la Secretaría de Salud:


I. Dictar las Normas Oficiales Mexicanas para la prevención y el control de enfermedades y accidentes;


II. Establecer y operar el Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica, de conformidad con esta Ley y las disposiciones que al efecto se expidan;


III. Realizar los programas y actividades que estime necesario para la prevención y control de enfermedades y accidentes, y


IV. Promover la colaboración de las instituciones de los sectores público, social y privado, así como de los profesionales, técnicos y auxiliares para la salud y de la población en general, para el óptimo desarrollo de los programas y actividades a que se refieren las fracciones II y III.





CAPITULO II Enfermedades Transmisibles


ARTÍCULO 134. La Secretaría de Salud y los gobiernos de las entidades federativas, en sus respectivos ámbitos de competencia, realizarán actividades de vigilancia epidemiológica, de prevención y control de las siguientes enfermedades transmisibles:


I. Cólera, fiebre tifoidea, paratifoidea, shigelosis, amibiasis, hepatitis virales y otras enfermedades infecciosas del aparato digestivo;


II. Influenza epidémica, otras infecciones agudas del aparato respiratorio, infecciones meningocóccicas y enfermedades causadas por estreptococos;


III. Tuberculosis;


IV. Difteria, tosferina, tétanos, sarampión, poliomielitis, rubeola y parotiditis infecciosa;


V. Rabia, peste, brucelosis y otras zoonosis. En estos casos la Secretaría de Salud coordinará sus actividades con la de Agricultura Ganadería y Desarrollo Rural;


VI. Fiebre amarilla, dengue y otras enfermedades virales transmitidas por artrópodos;


VII.Paludismo,tifo,fiebrerecurrentetransmitidaporpiojo,otrasrickettsiosis,leishamaniasis,tripanosomiasis, y oncocercosis;


VIII. Sífilis, infecciones gonocóccicas y otras enfermedades de transmisión sexual;


IX. Lepra y mal del pinto;


X. Micosis profundas;


XI. Helmintiasis intestinales y extraintestinales;


XII. Toxoplasmosis;


XIII. Síndrome de inmunodeficiencia adquirida (SIDA), y


XIV. Las demás que determinen el Consejo de Salubridad General  los tratados y convenciones internacionales en los que los Estados Unidos Mexicanos sean parte y que se hubieren celebrado con arreglo a las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.





ARTÍCULO 140. Las autoridades no sanitarias cooperarán en el ejercicio de las acción para combatir las enfermedades transmisibles, estableciendo las medidas que estimen necesarias, sin contravenir las disposiciones de esta Ley, las que expida el Consejo de Salubridad General y las Normas Oficiales Mexicanas que dicte la Secretaría de Salud.





ARTÍCULO 141. La Secretaría de Salud coordinará sus actividades con otras dependencias y entidades públicas y con los gobiernos de las entidades federativas, para la investigación, prevención y control de las enfermedades transmisibles.





ARTÍCULO 142. Los profesionales, técnicos y auxiliares de la salud, al tener conocimiento de un caso de enfermedad transmisible, están obligados a tomar las medidas necesarias, de acuerdo con la naturaleza y características del padecimiento, aplicando los recursos a su alcance para proteger la salud individual y colectiva.”





“ARTÍCULO 404. Son medidas de seguridad sanitaria las siguientes:


 I. El aislamiento;


II. La cuarentena; 


III. La observación personal; 


III. La observación personal;


IV. La vacunación de personas;


V. La vacunación de animales;


VI. La destrucción o control de insectos u otra fauna transmisora y nociva;


VII. La suspensión de trabajos o servicios;


VIII. La suspensión de mensajes publicitarios en materia de salud;


IX. La emisión de mensajes publicitarios que advierta peligros de daños a la salud;


X. El aseguramiento y destrucción de objetos, productos o substancias;


XI. La desocupación o desalojo de casas, edificios, establecimientos y, en general, de cualquier predio;


XII. La prohibición de actos de uso, y


XIII. Las demás de índole sanitaria que determinen las autoridades sanitarias competentes, que puedan evitar que se causen o continúen causando riesgos o daños a la salud.


Esas medidas podrán ordenarse o ejecutarse únicamente por la Secretaría de Salud y los gobiernos de las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias.”


� Artículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización, política y administrativa el Municipio Libre, conforme a las bases siguientes: (…)


III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:


a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales. (…)


Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la prestación de los servicios a su cargo, los Municipios observarán lo dispuesto por las leyes federales y estatales.


Los municipios, previo acuerdo entre sus Ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones que les correspondan. En este caso y tratándose de la asociación de Municipios de dos o más Estados, deberán contar con la aprobación de las legislaturas de los Estados respectivas. Así mismo cuando a juicio del Ayuntamiento respectivo sea necesario, podrán celebrar convenios con el Estado para que éste, de manera directa o a través del organismo correspondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el Estado y el propio Municipio.”


� Artículo 3º.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por:


[…]


XXVI. Servicios Públicos: Los servicios públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento;


[…]


Artículo 17.- Los municipios tendrán a su cargo los servicios públicos en todos los asentamientos humanos de su jurisdicción territorial, los que se prestarán en términos de la presente Ley a través de:





Organismos operadores municipales;





Organismos operadores intermunicipales;





Se deroga; 





Los Patronatos Pro-introducción de tales servicios que se integren en las comunidades, barrios, colonias o diversos asentamientos humanos y que hayan celebrado contrato de prestación de servicios u otros análogos;





Los desarrollos industriales, turísticos y de otras actividades productivas que cuenten con la autorización del Gobierno del Estado y se sujeten a esta Ley; y





Sector social y privado, que cuenten con concesión del municipio o hayan celebrado contrato o convenio con el mismo para proporcionar estos servicios.





Artículo 18.- Los servicios públicos serán prestados en condiciones que aseguren su continuidad, regularidad, calidad y cobertura, de manera que se logre la satisfacción de las necesidades de los usuarios y la protección del medio ambiente. 





En este sentido, los municipios podrán constituir organismos descentralizados intermunicipales, cuando se considere necesario para el desarrollo y beneficio comunitario, las cuales atenderán los servicios públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, en los términos señalados en la presente ley y demás disposiciones legales y administrativas que sean aplicables. La creación de estos organismos intermunicipales, deberá ser solicitada de manera conjunta por los municipios interesados, al Congreso del Estado. 





Los municipios o los prestadores de los servicios serán responsables del tratamiento de las aguas residuales generadas por los sistemas a su cargo, previa su descarga a cuerpos receptores de propiedad nacional, conforme a las condiciones particulares de descarga determinadas por la comisión nacional del agua, de acuerdo con lo establecido en la ley de aguas nacionales y su reglamento. 





� Artículo 6.- Son derechos para el desarrollo social la educación, la salud, la alimentación nutritiva y de calidad, la vivienda digna y decorosa, el disfrute de un medio ambiente sano, el trabajo y la seguridad social y los relativos a la no discriminación en los términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.





Artículo 14. La Política Nacional de Desarrollo Social debe incluir, cuando menos, las siguientes vertientes:


I. Superación de la pobreza a través de la educación, la salud, de la alimentación nutritiva y de calidad, la generación de empleo e ingreso, autoempleo y capacitación;


[…]


Artículo 18. Los programas, fondos y recursos destinados al desarrollo social son prioritarios y de interés público, por lo cual serán objeto de seguimiento y evaluación de acuerdo con esta Ley; y no podrán sufrir disminuciones en sus montos presupuestales, excepto en los casos y términos que establezca la Cámara de Diputados al aprobar el Presupuesto de Egresos de la Federación. 





Artículo 19. Son prioritarios y de interés público:


[…]


V. Los programas y acciones públicas para asegurar la alimentación nutritiva y de calidad y nutrición materno-infantil;





� Unidad que se toma en cuenta de conformidad con lo establecido en el artículo tercero transitorio del Decreto por el que se declaran reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de desindexación del salario mínimo, el cual establece: “Tercero.- A la fecha de entrada en vigor del presente Decreto, todas las menciones al salario mínimo como unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar la cuantía de las obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales, estatales, del Distrito Federal, así como en cualquier disposición jurídica que emane de todas las anteriores, se entenderán referidas a la Unidad de Medida y Actualización”.


� Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, con número de registro 2020526.





� Artículo 15. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad.


[…]





� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXIII, Agosto de 2013, Tomo 1, página 735


� Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 58, Septiembre de 2018, Tomo I, Época: Décima Época, Registro: 2017844, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Tesis: 1a./J. 25/2018 (10a.), Página: 827 





� Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 69, Agosto de 2019, Tomo III, Materia Constitucional,  Página 2328.


� “Artículo. 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 





Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 





Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.





[…]”





“Artículo. 4o. 


[…]


Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará.


Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución.


Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley.


Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines.


Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo.


[…]”





�Tesis 2a. XCIV/2016 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo I, visible en la página 836


 


� “ARTÍCULO 133. En materia de prevención y control de enfermedades y accidentes, y sin perjuicio de lo que dispongan las Leyes laborales y de seguridad social en materia de riesgos de trabajo, corresponde a la Secretaría de Salud:


I. Dictar las Normas Oficiales Mexicanas para la prevención y el control de enfermedades y accidentes;


II. Establecer y operar el Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica, de conformidad con esta Ley y las disposiciones que al efecto se expidan;


III. Realizar los programas y actividades que estime necesario para la prevención y control de enfermedades y accidentes, y


IV. Promover la colaboración de las instituciones de los sectores público, social y privado, así como de los profesionales, técnicos y auxiliares para la salud y de la población en general, para el óptimo desarrollo de los programas y actividades a que se refieren las fracciones II y III.





CAPITULO II Enfermedades Transmisibles


ARTÍCULO 134. La Secretaría de Salud y los gobiernos de las entidades federativas, en sus respectivos ámbitos de competencia, realizarán actividades de vigilancia epidemiológica, de prevención y control de las siguientes enfermedades transmisibles:


I. Cólera, fiebre tifoidea, paratifoidea, shigelosis, amibiasis, hepatitis virales y otras enfermedades infecciosas del aparato digestivo;


II. Influenza epidémica, otras infecciones agudas del aparato respiratorio, infecciones meningocóccicas y enfermedades causadas por estreptococos;


III. Tuberculosis;


IV. Difteria, tosferina, tétanos, sarampión, poliomielitis, rubeola y parotiditis infecciosa;


V. Rabia, peste, brucelosis y otras zoonosis. En estos casos la Secretaría de Salud coordinará sus actividades con la de Agricultura Ganadería y Desarrollo Rural;


VI. Fiebre amarilla, dengue y otras enfermedades virales transmitidas por artrópodos;


VII.Paludismo,tifo,fiebrerecurrentetransmitidaporpiojo,otrasrickettsiosis,leishamaniasis,tripanosomiasis, y oncocercosis;


VIII. Sífilis, infecciones gonocóccicas y otras enfermedades de transmisión sexual;


IX. Lepra y mal del pinto;


X. Micosis profundas;


XI. Helmintiasis intestinales y extraintestinales;


XII. Toxoplasmosis;


XIII. Síndrome de inmunodeficiencia adquirida (SIDA), y


XIV. Las demás que determinen el Consejo de Salubridad General  los tratados y convenciones internacionales en los que los Estados Unidos Mexicanos sean parte y que se hubieren celebrado con arreglo a las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.





ARTÍCULO 140. Las autoridades no sanitarias cooperarán en el ejercicio de las acción para combatir las enfermedades transmisibles, estableciendo las medidas que estimen necesarias, sin contravenir las disposiciones de esta Ley, las que expida el Consejo de Salubridad General y las Normas Oficiales Mexicanas que dicte la Secretaría de Salud.





ARTÍCULO 141. La Secretaría de Salud coordinará sus actividades con otras dependencias y entidades públicas y con los gobiernos de las entidades federativas, para la investigación, prevención y control de las enfermedades transmisibles.





ARTÍCULO 142. Los profesionales, técnicos y auxiliares de la salud, al tener conocimiento de un caso de enfermedad transmisible, están obligados a tomar las medidas necesarias, de acuerdo con la naturaleza y características del padecimiento, aplicando los recursos a su alcance para proteger la salud individual y colectiva.”





“ARTÍCULO 404. Son medidas de seguridad sanitaria las siguientes:


 I. El aislamiento;


II. La cuarentena; 


III. La observación personal; 


III. La observación personal;


IV. La vacunación de personas;


V. La vacunación de animales;


VI. La destrucción o control de insectos u otra fauna transmisora y nociva;


VII. La suspensión de trabajos o servicios;


VIII. La suspensión de mensajes publicitarios en materia de salud;


IX. La emisión de mensajes publicitarios que advierta peligros de daños a la salud;


X. El aseguramiento y destrucción de objetos, productos o substancias;


XI. La desocupación o desalojo de casas, edificios, establecimientos y, en general, de cualquier predio;


XII. La prohibición de actos de uso, y


XIII. Las demás de índole sanitaria que determinen las autoridades sanitarias competentes, que puedan evitar que se causen o continúen causando riesgos o daños a la salud.


Esas medidas podrán ordenarse o ejecutarse únicamente por la Secretaría de Salud y los gobiernos de las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias.”


� Artículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización, política y administrativa el Municipio Libre, conforme a las bases siguientes: (…)


III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:


a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales. (…)


Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la prestación de los servicios a su cargo, los Municipios observarán lo dispuesto por las leyes federales y estatales.


Los municipios, previo acuerdo entre sus Ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones que les correspondan. En este caso y tratándose de la asociación de Municipios de dos o más Estados, deberán contar con la aprobación de las legislaturas de los Estados respectivas. Así mismo cuando a juicio del Ayuntamiento respectivo sea necesario, podrán celebrar convenios con el Estado para que éste, de manera directa o a través del organismo correspondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el Estado y el propio Municipio.”


� Artículo 3º.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por:


[…]


XXVI. Servicios Públicos: Los servicios públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento;


[…]


Artículo 17.- Los municipios tendrán a su cargo los servicios públicos en todos los asentamientos humanos de su jurisdicción territorial, los que se prestarán en términos de la presente Ley a través de:





Organismos operadores municipales;





Organismos operadores intermunicipales;





Se deroga; 





Los Patronatos Pro-introducción de tales servicios que se integren en las comunidades, barrios, colonias o diversos asentamientos humanos y que hayan celebrado contrato de prestación de servicios u otros análogos;





Los desarrollos industriales, turísticos y de otras actividades productivas que cuenten con la autorización del Gobierno del Estado y se sujeten a esta Ley; y





Sector social y privado, que cuenten con concesión del municipio o hayan celebrado contrato o convenio con el mismo para proporcionar estos servicios.





Artículo 18.- Los servicios públicos serán prestados en condiciones que aseguren su continuidad, regularidad, calidad y cobertura, de manera que se logre la satisfacción de las necesidades de los usuarios y la protección del medio ambiente. 





En este sentido, los municipios podrán constituir organismos descentralizados intermunicipales, cuando se considere necesario para el desarrollo y beneficio comunitario, las cuales atenderán los servicios públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, en los términos señalados en la presente ley y demás disposiciones legales y administrativas que sean aplicables. La creación de estos organismos intermunicipales, deberá ser solicitada de manera conjunta por los municipios interesados, al Congreso del Estado. 





Los municipios o los prestadores de los servicios serán responsables del tratamiento de las aguas residuales generadas por los sistemas a su cargo, previa su descarga a cuerpos receptores de propiedad nacional, conforme a las condiciones particulares de descarga determinadas por la comisión nacional del agua, de acuerdo con lo establecido en la ley de aguas nacionales y su reglamento. 





� Artículo 6.- Son derechos para el desarrollo social la educación, la salud, la alimentación nutritiva y de calidad, la vivienda digna y decorosa, el disfrute de un medio ambiente sano, el trabajo y la seguridad social y los relativos a la no discriminación en los términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.





Artículo 14. La Política Nacional de Desarrollo Social debe incluir, cuando menos, las siguientes vertientes:


I. Superación de la pobreza a través de la educación, la salud, de la alimentación nutritiva y de calidad, la generación de empleo e ingreso, autoempleo y capacitación;


[…]


Artículo 18. Los programas, fondos y recursos destinados al desarrollo social son prioritarios y de interés público, por lo cual serán objeto de seguimiento y evaluación de acuerdo con esta Ley; y no podrán sufrir disminuciones en sus montos presupuestales, excepto en los casos y términos que establezca la Cámara de Diputados al aprobar el Presupuesto de Egresos de la Federación. 





Artículo 19. Son prioritarios y de interés público:


[…]


V. Los programas y acciones públicas para asegurar la alimentación nutritiva y de calidad y nutrición materno-infantil;





� Unidad que se toma en cuenta de conformidad con lo establecido en el artículo tercero transitorio del Decreto por el que se declaran reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de desindexación del salario mínimo, el cual establece: “Tercero.- A la fecha de entrada en vigor del presente Decreto, todas las menciones al salario mínimo como unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar la cuantía de las obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales, estatales, del Distrito Federal, así como en cualquier disposición jurídica que emane de todas las anteriores, se entenderán referidas a la Unidad de Medida y Actualización”.


� Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, con número de registro 2020526.





� Artículo 15. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad.


[…]





� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXIII, Agosto de 2013, Tomo 1, página 735


� Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 58, Septiembre de 2018, Tomo I, Época: Décima Época, Registro: 2017844, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Tesis: 1a./J. 25/2018 (10a.), Página: 827 





� Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 69, Agosto de 2019, Tomo III, Materia Constitucional,  Página 2328.


� “Artículo. 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 





Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 





Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.





[…]”





“Artículo. 4o. 


[…]


Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará.


Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución.


Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley.


Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines.


Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo.


[…]”





�Tesis 2a. XCIV/2016 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo I, visible en la página 836


 


� “ARTÍCULO 133. En materia de prevención y control de enfermedades y accidentes, y sin perjuicio de lo que dispongan las Leyes laborales y de seguridad social en materia de riesgos de trabajo, corresponde a la Secretaría de Salud:


I. Dictar las Normas Oficiales Mexicanas para la prevención y el control de enfermedades y accidentes;


II. Establecer y operar el Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica, de conformidad con esta Ley y las disposiciones que al efecto se expidan;


III. Realizar los programas y actividades que estime necesario para la prevención y control de enfermedades y accidentes, y


IV. Promover la colaboración de las instituciones de los sectores público, social y privado, así como de los profesionales, técnicos y auxiliares para la salud y de la población en general, para el óptimo desarrollo de los programas y actividades a que se refieren las fracciones II y III.





CAPITULO II Enfermedades Transmisibles


ARTÍCULO 134. La Secretaría de Salud y los gobiernos de las entidades federativas, en sus respectivos ámbitos de competencia, realizarán actividades de vigilancia epidemiológica, de prevención y control de las siguientes enfermedades transmisibles:


I. Cólera, fiebre tifoidea, paratifoidea, shigelosis, amibiasis, hepatitis virales y otras enfermedades infecciosas del aparato digestivo;


II. Influenza epidémica, otras infecciones agudas del aparato respiratorio, infecciones meningocóccicas y enfermedades causadas por estreptococos;


III. Tuberculosis;


IV. Difteria, tosferina, tétanos, sarampión, poliomielitis, rubeola y parotiditis infecciosa;


V. Rabia, peste, brucelosis y otras zoonosis. En estos casos la Secretaría de Salud coordinará sus actividades con la de Agricultura Ganadería y Desarrollo Rural;


VI. Fiebre amarilla, dengue y otras enfermedades virales transmitidas por artrópodos;


VII.Paludismo,tifo,fiebrerecurrentetransmitidaporpiojo,otrasrickettsiosis,leishamaniasis,tripanosomiasis, y oncocercosis;


VIII. Sífilis, infecciones gonocóccicas y otras enfermedades de transmisión sexual;


IX. Lepra y mal del pinto;


X. Micosis profundas;


XI. Helmintiasis intestinales y extraintestinales;


XII. Toxoplasmosis;


XIII. Síndrome de inmunodeficiencia adquirida (SIDA), y


XIV. Las demás que determinen el Consejo de Salubridad General  los tratados y convenciones internacionales en los que los Estados Unidos Mexicanos sean parte y que se hubieren celebrado con arreglo a las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.





ARTÍCULO 140. Las autoridades no sanitarias cooperarán en el ejercicio de las acción para combatir las enfermedades transmisibles, estableciendo las medidas que estimen necesarias, sin contravenir las disposiciones de esta Ley, las que expida el Consejo de Salubridad General y las Normas Oficiales Mexicanas que dicte la Secretaría de Salud.





ARTÍCULO 141. La Secretaría de Salud coordinará sus actividades con otras dependencias y entidades públicas y con los gobiernos de las entidades federativas, para la investigación, prevención y control de las enfermedades transmisibles.





ARTÍCULO 142. Los profesionales, técnicos y auxiliares de la salud, al tener conocimiento de un caso de enfermedad transmisible, están obligados a tomar las medidas necesarias, de acuerdo con la naturaleza y características del padecimiento, aplicando los recursos a su alcance para proteger la salud individual y colectiva.”





“ARTÍCULO 404. Son medidas de seguridad sanitaria las siguientes:


 I. El aislamiento;


II. La cuarentena; 


III. La observación personal; 


III. La observación personal;


IV. La vacunación de personas;


V. La vacunación de animales;


VI. La destrucción o control de insectos u otra fauna transmisora y nociva;


VII. La suspensión de trabajos o servicios;


VIII. La suspensión de mensajes publicitarios en materia de salud;


IX. La emisión de mensajes publicitarios que advierta peligros de daños a la salud;


X. El aseguramiento y destrucción de objetos, productos o substancias;


XI. La desocupación o desalojo de casas, edificios, establecimientos y, en general, de cualquier predio;


XII. La prohibición de actos de uso, y


XIII. Las demás de índole sanitaria que determinen las autoridades sanitarias competentes, que puedan evitar que se causen o continúen causando riesgos o daños a la salud.


Esas medidas podrán ordenarse o ejecutarse únicamente por la Secretaría de Salud y los gobiernos de las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias.”


� Artículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización, política y administrativa el Municipio Libre, conforme a las bases siguientes: (…)


III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:


a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales. (…)


Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la prestación de los servicios a su cargo, los Municipios observarán lo dispuesto por las leyes federales y estatales.


Los municipios, previo acuerdo entre sus Ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones que les correspondan. En este caso y tratándose de la asociación de Municipios de dos o más Estados, deberán contar con la aprobación de las legislaturas de los Estados respectivas. Así mismo cuando a juicio del Ayuntamiento respectivo sea necesario, podrán celebrar convenios con el Estado para que éste, de manera directa o a través del organismo correspondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el Estado y el propio Municipio.”


� Artículo 3º.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por:


[…]


XXVI. Servicios Públicos: Los servicios públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento;


[…]


Artículo 17.- Los municipios tendrán a su cargo los servicios públicos en todos los asentamientos humanos de su jurisdicción territorial, los que se prestarán en términos de la presente Ley a través de:





Organismos operadores municipales;





Organismos operadores intermunicipales;





Se deroga; 





Los Patronatos Pro-introducción de tales servicios que se integren en las comunidades, barrios, colonias o diversos asentamientos humanos y que hayan celebrado contrato de prestación de servicios u otros análogos;





Los desarrollos industriales, turísticos y de otras actividades productivas que cuenten con la autorización del Gobierno del Estado y se sujeten a esta Ley; y





Sector social y privado, que cuenten con concesión del municipio o hayan celebrado contrato o convenio con el mismo para proporcionar estos servicios.





Artículo 18.- Los servicios públicos serán prestados en condiciones que aseguren su continuidad, regularidad, calidad y cobertura, de manera que se logre la satisfacción de las necesidades de los usuarios y la protección del medio ambiente. 





En este sentido, los municipios podrán constituir organismos descentralizados intermunicipales, cuando se considere necesario para el desarrollo y beneficio comunitario, las cuales atenderán los servicios públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, en los términos señalados en la presente ley y demás disposiciones legales y administrativas que sean aplicables. La creación de estos organismos intermunicipales, deberá ser solicitada de manera conjunta por los municipios interesados, al Congreso del Estado. 





Los municipios o los prestadores de los servicios serán responsables del tratamiento de las aguas residuales generadas por los sistemas a su cargo, previa su descarga a cuerpos receptores de propiedad nacional, conforme a las condiciones particulares de descarga determinadas por la comisión nacional del agua, de acuerdo con lo establecido en la ley de aguas nacionales y su reglamento. 





� Artículo 6.- Son derechos para el desarrollo social la educación, la salud, la alimentación nutritiva y de calidad, la vivienda digna y decorosa, el disfrute de un medio ambiente sano, el trabajo y la seguridad social y los relativos a la no discriminación en los términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.





Artículo 14. La Política Nacional de Desarrollo Social debe incluir, cuando menos, las siguientes vertientes:


I. Superación de la pobreza a través de la educación, la salud, de la alimentación nutritiva y de calidad, la generación de empleo e ingreso, autoempleo y capacitación;


[…]


Artículo 18. Los programas, fondos y recursos destinados al desarrollo social son prioritarios y de interés público, por lo cual serán objeto de seguimiento y evaluación de acuerdo con esta Ley; y no podrán sufrir disminuciones en sus montos presupuestales, excepto en los casos y términos que establezca la Cámara de Diputados al aprobar el Presupuesto de Egresos de la Federación. 





Artículo 19. Son prioritarios y de interés público:


[…]


V. Los programas y acciones públicas para asegurar la alimentación nutritiva y de calidad y nutrición materno-infantil;





� Unidad que se toma en cuenta de conformidad con lo establecido en el artículo tercero transitorio del Decreto por el que se declaran reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de desindexación del salario mínimo, el cual establece: “Tercero.- A la fecha de entrada en vigor del presente Decreto, todas las menciones al salario mínimo como unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar la cuantía de las obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales, estatales, del Distrito Federal, así como en cualquier disposición jurídica que emane de todas las anteriores, se entenderán referidas a la Unidad de Medida y Actualización”.





